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Presentación

La historia de las mujeres en América Latina y el Caribe se ha movido en direcciones diversas y 
contradictorias en las últimas tres décadas. La participación femenina en los procesos de nor-
malización democrática posteriores a las dictaduras y los conflictos armados en varios países 
ha sido motivo de nuevas indagaciones debido a que esa experiencia aprendida se refleja hoy 
en día en su presencia cada vez mayor de distintas formas de organización. Los efectos de las 
crisis económicas y políticas en las vidas cotidianas de las mujeres y familias que pertenecen 
a los grupos sociales más desfavorecidos han ahondado las brechas preexistentes, aunque 
también son la puerta de asomo a prácticas económicas y solidarias que ponen en cuestión 
premisas de la economía neoclásica y de las teorías de la reproducción social. La persistencia 
de demandas en torno a los temas clave del desarrollo (salud, trabajo, educación, participación 
política, vivienda) se han entretejido con demandas potenciadas en torno a la representación 
política, los derechos autonómicos, el derecho a la enunciación de la identidad propia y el dere-
cho a vivir una vida libre de violencia, entre otros.

Esta breve y somera enunciación es el punto de partida para los análisis críticos que debemos 
formular en torno al 30° Aniversario de la adopción de la Declaración y Plataforma de Beijing 
(Beijing+30), las formas en que se está implementado, sus efectos reales en las vidas de millo-
nes de mujeres desde sus contextos y condiciones particulares, así como en relación con las 
formas de gobernanza y la articulación de dicha plataforma con otras iniciativas internaciona-
les, en especial la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Desde ese marco, el informe de investigación que aquí presentamos retoma tres grandes temas 
de análisis, asentados en América Latina y el Caribe: a) la situación estructural de las mujeres 
desde el punto de vista de la economía feminista; b) las políticas de cuidados; y c) la violencia 
contra las mujeres por razones de género. Los tres se abordan a través de andamiajes articula-
dores de derechos, acciones y actores, tanto estatales como sociales, lo que permite mostrar 
la complejidad de los problemas que abarcan, así como la necesaria revisión de las políticas 
públicas que pretenden darles solución.

Con este panorama delante, el análisis de cada uno de los capítulos de este informe intenta 
recoger varios ejes articuladores:

a.	 la relación que guardan con los procesos democráticos en la región, los cuales han sido 
disímbolos, en muchos casos regresivos, pues la fuerza política, económica e ideológi-
ca de las posturas conservadoras ha logrado ganar espacios ahí donde los gobiernos 
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progresistas mostraron debilidades o fisuras, tanto internas como en relación con los 
grupos a quienes debieron ofrecer más y mejores alternativas de todo orden;

b.	 la perspectiva de la perversa conjugación de crisis económicas, políticas y sociales que 
han redundado en un deterioro sostenido de las condiciones de vida y participación de 
los grupos históricamente marginalizados, con efectos particularmente nocivos en las 
mujeres indígenas, afrodescendientes y en situación de pobreza;

c.	 la multiplicación de las formas de desplazamiento humano, que hoy en día responden a 
esquemas migratorios no tradicionales, a la búsqueda de preservar la vida por la agudi-
zación de conflictos políticos y armados en distintas escalas, a la necesidad de encontrar 
entornos donde la violencia por razones de género sea menos cruel y feminicida, a las re-
des de explotación humana de carácter sexual, laboral y del crimen organizado, así como 
a los desplazamientos por expulsión del territorio a manos de fuerzas paramilitares y pa-
raestatales asociadas con las redes globales, nacionales y locales de crimen organizado;

d.	 los efectos de la crisis ambiental, que están mostrando la profunda dependencia de los 
seres humanos respecto al entorno y la debilidad e ineficacia de las convenciones y acuer-
dos en torno a la mitigación de los efectos del cambio climático, los cuales han sido bien 
documentados por años, mostrando que tienen efectos particularmente graves en la vida 
de las mujeres y las niñas, especialmente para aquellas en situación de vulnerabilidad; y

e.	 los profundos cambios que se viven en el mundo del trabajo capitalista, en el que la sobre-
tecnologización trae consigo la agudización de la explotación de la población trabajadora 
a partir de la deslocalización de los lugares de trabajo y la atomización de las relaciones 
entre personas trabajadoras, con la presencia difusa de quienes las emplean. Estos cam-
bios han traído consigo una agudización de la precariedad laboral, pérdida de derechos la-
borales (entre los que cabe destacar las afectaciones a las mujeres en cuanto a prestacio-
nes por maternidad, atención de la salud sexual y reproductiva, pensiones y jubilaciones), 
reducción de la capacidad de organización sindical y negociación colectiva, en contraste 
con la imparable acumulación de riqueza por parte de quienes concentran el capital.

Vinculamos estos ejes de análisis con dos acontecimientos geopolíticos que perfilan el margen 
temporal de nuestra investigación: el antes, el durante y el después de la pandemia de covid-19, que 
sin duda dejó efectos que aún deben ser reportados y analizados en todos los órdenes de la vida 
social y en todos los niveles y escalas geopolíticas, así como la proliferación de conflictos arma-
dos nacionales e internacionales que se vienen sucediendo a lo largo de los años vividos de este 
siglo, con implicaciones y consecuencias que aún no alcanzamos a aquilatar en su justa medida.

Todos los problemas y hechos sociales mencionados tienen a las mujeres como protagonistas 
y como receptoras afectadas de sus consecuencias. Advertimos la necesidad de atender la 
heterogeneidad y desigualdades que enmarcan las vidas de las mujeres por su condición de 
género y por su pertenencia a distintas clases sociales, grupos étnicos, pueblos originarios, so-
ciedades afrodescendientes, grupos de la diversidad sexogenérica y neurodivergente, así como 
aquellas que derivan de otras condiciones corporales y sociales que, siendo marcadores de par-
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ticularidades, se convierten en referentes para un trato inequitativo o desigual desde los marcos 
de la heteronormatividad y la heteronomía. A ello se suman los efectos de los procesos de la 
racialización y la hipersexualización que se ciernen sobre mujeres colocadas en condiciones de 
subordinación por origen étnico, de clase o por razones de edad. En cada uno de los capítulos 
que conforman este informe se mostrará que términos que han pasado al lenguaje institucio-
nal con una connotación neutra, como puede ser el caso de “brechas de género”, requieren un 
manejo interseccional de manera que sean pertinentes para la comprensión de las profundas 
desigualdades en las que vive la mayoría de las mujeres latinoamericanas y caribeñas.

Inicia este informe con el texto de Natalia Quiroga Díaz titulado “Desafíos para una agenda fe-
minista ante una crisis de larga duración”. En él, la autora muestra las profundas imbricaciones 
entre las distintas fases contemporáneas del capitalismo, las políticas económicas y la falta 
de reconocimiento al trabajo desarrollado por las mujeres, en particular en lo que atañe a los 
trabajos de cuidados que realizan cotidianamente, cuya contribución al PIB no forma parte de la 
cuenta pública. Sin embargo, en esta decidida participación de las mujeres en los procesos de 
reproducción individual y colectiva descansan las posibilidades reales de sortear la crisis en los 
ámbitos domésticos, con actividades cotidianas, realizadas en los territorios, en particular en 
los que habitan las poblaciones más desfavorecidas de América Latina y el Caribe.

En su detallado análisis de las tendencias económicas de las últimas décadas, Natalia Quiroga 
Díaz muestra que la puesta en marcha de una creciente financierización (esto es, la tendencia a 
trasladar la acumulación de capital de la producción hacia las finanzas) ha traído consigo con-
secuencias directas para las mujeres, derivadas de los nudos, en apariencia indisolubles, entre 
capitalismo y patriarcado. Uno de los ejemplos de los efectos de esa tendencia que menciona 
en el texto, que va de la mano de la ausencia de transformaciones fiscales que recaigan de 
forma equitativa en quienes acumulan fortunas millonarias, es el hecho de que estas riquezas 
se transmiten, en buena medida, a través de herencias. Así, las mujeres que pertenecen a esas 
élites tendrán acceso a esos recursos sin necesariamente haber trabajado, mientras que la gran 
mayoría de mujeres seguirá sobrerrepresentada en los trabajos considerados informales, que la 
autora resignifica a partir de considerarlos como parte de las “economías para la vida”.

Ante esta situación, a la que se suma el alto nivel de endeudamiento de las mujeres de la región, 
la autora ofrece un conjunto de propuestas, entre las que destacan la posibilidad de avanzar ha-
cia la construcción de lo común (siguiendo de cerca la iniciativa de Raquel Gutiérrez), así como 
la afirmación de que están poniéndose en práctica un conjunto de acciones económicas que 
configuran alternativas para lograr la soberanía financiera de las mujeres, situadas en territorios 
susceptibles de lograr esa misma soberanía.

El segundo capítulo es de la autoría de Clyde Soto, Patricio Dobrée y Lilian Soto. En “Los cuida-
dos en América Latina y el Caribe a 30 años de la adopción de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing” se exponen las acepciones y las miradas analíticas que se han desarrollado 
en la región en torno a los cuidados, poniendo énfasis en que el cuidado, el derecho al cuidado 
y las políticas y sistemas de cuidados constituyen, hoy en día, un campo en disputa. Evidencia 
de ello es el impasse y, en cierto sentido, marcha atrás que se ha vivido a nivel planetario en los 
años recientes en relación con los avances que se habían logrado hasta el 20 Aniversario de la 



1030° ANIVERSARIO DE LA ADOPCIÓN DE LA DECLARACIÓN Y PLATAFORMA DE ACCIÓN DE BEIJING

adopción de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing (Beijing+20), lo cual no excluye 
los cuidados. De acuerdo con las autoras y autor del capítulo, es obligado destacar el hecho de 
que las políticas conservadoras y ultraconservadoras tienen en común el objetivo de eliminar 
las políticas públicas garantistas de los derechos humanos, en particular las que benefician di-
rectamente a las mujeres. Con ese telón de fondo, retoman el impacto que ha traído consigo la 
crítica a la perspectiva de género operada a través el embate a la llamada ideología de género, 
con la cual, se afirma en el texto, se lleva a cabo la “disputa de las bases conceptuales de las 
políticas de cuidados”.

Un lugar importante es el que ocupan las organizaciones de la sociedad civil en el impulso a los 
debates que se emprenden desde distintas perspectivas y con diversos fines. El punteo que se 
ofrece al respecto ilustra la amplitud del problema, así como las tensiones, críticas y recono-
cimiento de lo logrado. Destaca, en particular, el interés expresado por distintas modalidades 
organizativas de la sociedad civil por enfatizar que existen notables diferencias y desigualdad 
entre mujeres, en particular entre quienes se dedican al trabajo doméstico remunerado y aque-
llas que se (auto)definen como trabajadoras del cuidado. Cierra el capítulo un Anexo en el que 
se da cuenta de los avances legislativos en la materia en la región latinoamericana y caribeña.

El último capítulo de este informe es “Violencia contra las mujeres por razones de género en 
América Latina y el Caribe: aproximaciones para un balance del período 2020-2025”, elaborado 
por Martha Patricia Castañeda Salgado. En él, la autora aborda la situación de algunas mani-
festaciones de ese grave problema social, con el objetivo de destacar los avances, desafíos y 
pendientes que se identifican en relación con las propuestas de la Plataforma de Beijing y la 
Agenda 2030. La apelación es aplicar criterios de integralidad en todos los abordajes de la vio-
lencia contra las niñas y las mujeres, tanto en las políticas públicas como en la legislación y en 
la investigación académica. En ese sentido, corre en la misma dirección que los capítulos ante-
cedentes al señalar también la necesidad de que esos abordajes tengan perspectiva de género, 
interseccional e intercultural.

Los avances que se han logrado en América Latina y el Caribe en torno a la erradicación de la 
violencia de género, en particular de la que se ejerce contra niñas y mujeres, hoy en día están 
en entredicho por la presencia de gobiernos en los que prevalecen posturas antiderechos, an-
tigénero, anticientíficas y antidemocráticas. De ahí que en el capítulo se insista en fortalecer la 
formación en materia de violencia contra las mujeres por razones de género y del derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia, a fin de que se convierta en un recurso de prevención y 
de exigibilidad del cumplimiento de los compromisos de los gobiernos con las personas que se 
ven afectadas por sus acciones.

Como se apreciará, los tres capítulos se vertebran por la constatación del impacto que tienen 
los gobiernos conservadores y antidemocráticos en los derechos y las vidas de las mujeres, 
niñas y adolescentes, por la insistencia en señalar la importancia de los pronunciamientos an-
tirracistas y antidiscriminatorios, pero también por el reconocimiento de que se han logrado 
avances sustantivos que se deben sostener y respaldar desde una perspectiva de integralidad e 
interdependencia de los derechos humanos.
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Desafíos para una agenda 
feminista ante una crisis 
de larga duración
Natalia Quiroga Díaz

El contexto económico de América Latina y el Caribe en su historia reciente está marcado por 
la mayor caída en su historia del producto interno bruto. Este deterioro conllevó principalmente 
el crecimiento de la pobreza y la indigencia, con un efecto exacerbado en las mujeres, que re-
gistraron un masivo retiro del mercado de trabajo. La salida de 14 millones de mujeres en edad 
de trabajar por la pandemia, de acuerdo con el informe de la CEPAL (2021), da cuenta de ello. 
La autonomía económica de las mujeres en la recuperación sostenible y con igualdad fue es-
timada en un retroceso de diez años inicialmente. Este fenómeno inédito es explicado por dos 
factores principales: el primero está relacionado con la inserción laboral precaria en actividades 
productivas vulnerables ante las fluctuaciones negativas de la economía; el segundo factor, 
con la configuración patriarcal de lo económico que encierra los cuidados en el ámbito de lo 
doméstico, privado e invisible, lo que se concretó en que las deficiencias en las infraestructuras 
del cuidado, principalmente en salud y educación, fueron suplidas con el trabajo no remunerado 
realizado por las mujeres en los hogares (Gago y Quiroga Díaz, 2017).

El trabajo doméstico es central para la economía porque

[y]a son diez países de la región [de América Latina y el Caribe] que han calculado el 
aporte monetario del trabajo no remunerado de los hogares. Algunas de las aproxima-
ciones realizadas en la región cuantifican que este tipo de trabajo tiene un valor de entre 
un 15,9% y un 27,6% del PIB. En promedio, el 74% de este aporte lo realizan las mujeres 
(CEPAL, 2022, p. 154).

La centralidad del trabajo realizado por las mujeres en la generación de riqueza conlleva jorna-
das que pueden superar siete horas diarias de trabajo no remunerado.

La información recabada muestra que las mujeres pasar por lo menos tres veces más 
tiempo que los hombres realizando trabajo doméstico y de cuidados no remunerado. En 
16 países de América, las mujeres dedican entre 22,1 y 42,8 horas semanales al trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado, mientras que los hombres dedican entre 6,7 y 
19,8 horas ( CEPAL, 2024g).

La medición del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado llevada a cabo en Argentina en 
2020 mostró tanto la participación en el PIB, equivalente al 15,9 %, como su crecimiento hasta el 
21,8 % durante la pandemia (D’Alessandro et al., 2020). Esta expansión da cuenta de un elemento 
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que será central en este capítulo y que está relacionado con la respuesta contracíclica que tiene 
el trabajo de las mujeres durante los procesos de recesión. Ante la pérdida de empleo o la caída 
de ingresos, las mujeres despliegan con su capacidad de producir bienes y servicios y de cuidar 
una respuesta a las necesidades vitales de las unidades domésticas y de las comunidades. Las 
mujeres, ante las crisis, no solo responden trabajando más horas; también elaborarán estrate-
gias de una complejidad que va desde la sustitución de los bienes y servicios que, con mejores 
remuneraciones, se compraban en el mercado, hasta la formulación de políticas públicas para 
garantizar las condiciones necesarias para sostener la vida durante las crisis. Tal fue el caso 
durante la pandemia, cuando se hizo evidente la importancia de los cuidados comunitarios para 
la sobrevivencia de amplios sectores de poblaciones en condiciones de desprotección y vulne-
rabilidad de diverso tipo, lo que significó orientar las intervenciones para garantizar la salud y la 
alimentación.1

La crisis ocasionada por el covid-19 hizo evidente la importancia de los cuidados comunitarios 
para la sobrevivencia de amplios sectores de poblaciones en condiciones de desprotección y 
vulnerabilidad de diverso tipo. Las ollas populares volvieron a estar en el centro de la escena, 
y con ellas, las prácticas en los territorios orientadas a la satisfacción de necesidades alimen-
ticias, pero también al apoyo frente a la emergencia sanitaria y a la organización de redes de 
suministro de elementos de higiene y limpieza, especialmente requeridos en contextos de con-
finamiento (ONU Mujeres, PNUD, CEPAL y OIT, 2022).

El análisis de la articulación de los trabajos de reproducción individuales y colectivos en la re-
gión es un factor determinante para entender la capacidad de resiliencia social frente a la crisis 
de larga duración que en adelante analizaremos, así como la manera en que el trabajo de repro-
ducción femenino se articula con la plasticidad de las economías populares, sociales, solidarias, 
campesinas y étnicas, que he venido nombrando como economías para la vida (Quiroga, 2024) 
y que, en la teoría económica, son analizadas desde el concepto de informalidad. Estas econo-
mías garantizan los ingresos del 47% de la población en la región (CEPAL, 2024e) y son la prin-
cipal fuente de creación de nuevos empleos a partir de la salida de la pandemia.

En este marco, es necesario pensar en las dimensiones que deben ser abordadas en la implemen-
tación de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, con el fin de proponer escenarios 
institucionales que garanticen condiciones para transformar las desigualdades que afrontan 
las mujeres, las niñas y las diversidades, en el contexto de un mercado laboral que de mane-
ra creciente está determinado por las formas de empleo no asalariadas, producto de la crisis 
económica de larga duración, la cual está en el centro de los desafíos de un nuevo consenso 
institucional orientado al alcance de la equidad para las mujeres y diversidades.

1La organización La Poderosa cuantificó que en sus comedores se elaboran diez millones de platos por día, involucrando 
el trabajo de 134.449 personas, en su mayoría mujeres y disidencias. La capacidad de cuantificar la producción social del 
trabajo en los comedores les dio la legitimidad social para presentar el proyecto de ley Reconocimiento Salarial de las 
Cocineras Comunitarias, a fin de otorgar un salario mínimo, vital y móvil (SMVM) a quienes desempeñen un rol de trabajo 
en comedores (Quiroga Díaz, 2024).
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Anatomía de una crisis

La superación de las consecuencias más críticas de la pandemia se reflejó en una disminución 
de 1,2 % de la población en situación de pobreza, que en 2022 alcanzó al 28,8 % de la población 
de América Latina (181 millones de personas), en comparación con el 32,8 % alcanzado en la 
pandemia en 2020. Aunque en 2023 el indicador se redujo a 27,3 %, no se trata de un avance re-
gional, sino que refleja el impacto que tuvieron las trasferencias condicionadas en Brasil. Aislan-
do los avances obtenidos en Brasil, el indicador sería de 28,4 %, lo que representa un progreso 
de tan solo 0,6 % respecto a 2023 (CEPAL, 2024b)

Asimismo, la pobreza extrema aumentó en 2020 a 13,2 % como resultado de la pandemia y dis-
minuyó a 11,1 % en 2022, estabilizándose en 10,6 % en 2023, lo que corresponde a 66 millones 
de personas que no pueden adquirir una canasta básica de alimentos. Las cifras anteriores 
muestran que las expectativas de recuperación económica no se cumplieron y la salida de la 
pandemia retrotrajo las cifras de pobreza a la situación de 2018, que ya registraba indicadores 
socioeconómicos preocupantes por el crecimiento de la pobreza e indigencia y la caída de la 
dinámica productiva. Es de subrayar que, en 2014, la región alcanzó la menor cifra de pobreza 
extrema, con un porcentaje de 7,7 %, equivalente a 46 millones de personas.

La persistencia en el bajo dinamismo de la economía permite entender la continuidad de las 
cifras de pobreza que afectan a un tercio de la población, porcentaje que se eleva a 42,5 % en 
el caso de la población infantil y adolescente, con una incidencia de la pobreza más alta entre 
las mujeres, especialmente las mujeres afrodescendientes, la población indígena y las personas 
que viven en zonas rurales. Es urgente señalar que, en la región, una de cada cuatro mujeres no 
cuenta con ingresos propios, mientras que para los varones esta cifra es de uno por cada diez. 
La incidencia es de 118 mujeres en situación de pobreza y 120 en pobreza extrema por cada 100 
hombres en similar situación (CEPAL, 2023a).

Un enfoque interseccional permite entender que una economía que no impacta en las con-
diciones sociales de manera determinante genera mayores consecuencias entre las mujeres 
jóvenes, indígenas, afrodescendientes y habitantes de zonas rurales. Las mujeres que no se en-
cuentran racializadas afrontan una pobreza del 21,8 %, mientras que los varones de este grupo 
registran un 20,9 %. Por su parte, los pueblos indígenas afrontan una tasa de pobreza del 43,9 % 
para las mujeres y de 42,2 % para los varones. En el caso de los pueblos afrodescendientes, este 
indicador es de 25,3 % para las mujeres y 23,2 % para los varones. Asimismo, la ruralidad acre-
cienta la situación de pobreza, afectando al 20 % de las mujeres y 19 % de los varones, frente al 
9,4 % y 9,1 % respectivamente en áreas urbanas (CEPAL y ONU-Mujeres, 2024).

Los principales indicadores de pobreza e indigencia registran el mismo nivel de 2018, cuando ya 
se registraba un notable deterioro. Esto muestra que la crisis no es de carácter coyuntural, reve-
lando una estructuración de lo económico que no garantiza las condiciones necesarias para la 
resolución de las profundas inequidades que atraviesan el continente.
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Elementos para entender una crisis de larga duración. 
Deterioro de la dinámica productiva interna

Para entender cuáles son los determinantes de esta crisis de larga duración, es necesario anali-
zar los factores que en la economía regional y en las dinámicas globales explican la disminución 
sostenida de la actividad económica y de la productividad en los distintos sectores, así como la 
tendencia creciente hacia la financierización de la economía.

Al analizar el comportamiento de la economía, se encuentra que, en un contexto de bajo creci-
miento en el año 2023, el mejor desempeño lo obtuvo el rubro de servicios, con el protagonismo 
del sector financiero, actividades empresariales, comunales, sociales y personales, así como la 
electricidad, el gas y el agua. Por el contrario, los sectores de comercio intensivo en mano de 
obra femenina, el transporte y las comunicaciones experimentaron una disminución, afectados 
por la menor dinámica del consumo privado, mientras que el sector agropecuario y minero man-
tuvieron un comportamiento similar al observado en 2022 (CEPAL, 2023b).

En 2024, el sector de los servicios generales, sociales y personales duplicó en su crecimiento a 
los sectores restantes, seguido por los servicios de electricidad, gas y agua, y en tercer lugar el 
sector de transporte, comunicaciones y los servicios financieros y empresariales (CEPAL, 2024e).

La baja actividad económica de los últimos años afecta en mayor proporción a las mujeres por-
que la mayor parte trabaja en condiciones de precariedad. La CEPAL (2021) estimó que el 21,6 % 
se emplea en el sector comercio, el 11 % en industrias manufactureras, el 9,2 % en actividades 
de alojamiento y servicios de comida y el 11,1 % en servicio doméstico. Estas actividades em-
plean al 56,9 % de las mujeres y se caracterizan por altas tasas de informalidad, bajas remune-
raciones y bajos niveles de calificación.

En los últimos años, la actividad económica está afectada por la caída del consumo privado 
dado el deterioro del poder adquisitivo de los salarios reales en el contexto inflacionario posterior 
a la pandemia, el bajo nivel de creación de empleo, las expectativas negativas de los consumido-
res expresada en menor gasto, además del agotamiento del ahorro acumulado por las familias 
en los últimos años.

Si bien para 2025 se pronostica un crecimiento regional levemente superior al de 2024, 
no se proyectan cambios significativos en la contribución relativa de los distintos compo-
nentes de la demanda agregada de la región, con lo que el consumo privado, impulsado 
por leves mejoras en el salario real, la expansión del crédito interno en términos reales 
y, en muchos países, los recursos asociados a las remesas, continuará siendo el motor 
principal de la actividad económica regional (CEPAL, 2024e, p. 150).

Uno de los elementos centrales de este análisis implica reconocer que la demanda interna, pro-
tagonizada por el consumo de los hogares, seguida por el consumo empresarial, es clave para 
garantizar una dinámica económica positiva. De ahí que la insistencia en las políticas de auste-
ridad implementadas en buena parte del continente conlleve una reducción del gasto público, lo 
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que tiene un efecto inmediato en la caída de los ingresos de las familias y de las transferencias, 
políticas que asumen la corresponsabilidad en las condiciones de reproducción. En consecuen-
cia, las economías domésticas tienen menor capacidad de consumo. Esto afecta de manera 
desproporcionada a las mujeres con menores ingresos, que dependen en mayor medida de la 
provisión de los bienes, servicios e ingresos que garanticen las condiciones para el cuidado.

La caída en el consumo se expresa también en la contracción de los mercados internos, lo que 
contribuye a estructurar expectativas negativas en el ámbito productivo. Esto se evidencia a su 
vez en la formación bruta de capital fijo,2 que también ha mostrado una desaceleración, expli-
cada principalmente por las políticas monetarias restrictivas para controlar la inflación. Estas 
políticas han mantenido las tasas de interés altas y, aunque en 2024 no se redujeron, no fue 
suficiente para permitir incentivar el consumo productivo. Para el 2024, el consumo privado de-
bió expandirse a una tasa cercana al 2,6%, mientras que el consumo público lo hizo cerca de un 
2,1 %. Se anticipó que la formación bruta de capital fijo crezca un 1,3 %, lo que supone una caída 
en términos de su relación con el PIB. Por su parte, la contribución de las exportaciones netas al 
crecimiento regional continúa siendo negativa en 2024 (CEPAL, 2024e, p.).

Las economías regionales con un perfil marcadamente extractivista, que se acentúo durante la 
pandemia, redujeron las opciones de inserción laboral de las mujeres (Quiroga Díaz y Sandoval Sa-
lazar, 2020). En los últimos años, el recrudecimiento de los escenarios bélicos, la política comercial 
proteccionista de los Estados Unidos y las tensiones geopolíticas han generado marcadas fluctua-
ciones de los precios de las materias primas de las que dependen mayoritariamente las economías 
latinoamericanas. Los anteriores factores incidieron en el estancamiento de la inversión producti-
va, que mantiene un nivel de participación respecto al PIB correspondiente a 2019, y llevaron a 
contraer las estimaciones de crecimiento en 2025 al 2%, con un resultado menor al de 2024.

La financierización de la economía construye 
las condiciones para la profundización 
de una crisis de larga duración

Las visiones liberales de la economía frente al deterioro de los indicadores productivos insisten 
en la necesidad de reducir la regulación del Estado en el funcionamiento de los mercados, argu-
mentando que esto favorece los flujos internacionales de capital para financiar el crecimiento 
económico. No obstante, el comercio internacional para América Latina y el Caribe se ve negati-
vamente afectado por la retracción de la demanda en el Norte global. Los países que son deter-
minantes para la región en inversión extranjera directa (IED) son Estados Unidos, con 33%; los 
países de la Unión Europea, con 22%; seguidos por China, con 21%. La evolución de la inversión 

2La formación bruta de capital fijo (FBCF) es un indicador que mide la inversión de un país en activos fijos, tanto privados 
como públicos, durante un período de tiempo determinado. Se calcula como la diferencia entre el valor total de las adqui-
siciones y las disposiciones de activos fijos. La FBCF se considera un motor de crecimiento económico, ya que permite 
aumentar la capacidad productiva de un país. La FBCF se denomina “bruta” porque no se ajustan las cifras de inversión 
para excluir el consumo de capital fijo, es decir, la depreciación de los activos fijos.
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extranjera directa viene perdiendo participación respecto al PIB regional. La reinversión de utili-
dades entre empresas aumentó un 16 % y representó la mitad de las entradas de 2023, mientras 
que los aportes de capital se redujeron el 22 %. En términos agregados, en 2023 la IED se redujo 
en 9,9 %, disminuyendo su participación frente al PIB regional con el 2,8 %.

El grueso de los flujos financieros internacionales se concentra en los países desarro-
llados, un 72 % del total de los flujos de inversión extranjera directa (IED) y de cartera en 
2010 y un 63 % en 2022. Por su parte, los flujos financieros de los países desarrollados a 
los países en desarrollo representaron un 10 % del total en 2010 y crecieron solo 3 pun-
tos porcentuales en un período de 12 años. Los flujos financieros desde las economías 
en desarrollo a las economías avanzadas también presentaron un crecimiento de solo 3 
puntos porcentuales, al pasar de representar un 8 % de las salidas totales en 2010 a un 
11 % en 2022. Un factor adicional que beneficia a los países desarrollados es que pueden 
reducir los costos de endeudamiento de sus pasivos, incrementando los rendimientos de 
sus activos (CEPAL, 2024e, p. 13).

Esto ha dado lugar a una considerable transferencia de riqueza de las economías emergentes 
y en desarrollo a los países desarrollados y, en particular, a los Estados Unidos, debido al papel 
jerárquico que cumple el dólar en el sistema internacional como moneda de reserva (CEPAL, 
2024e, p. 48).

Una lectura que podemos aportar ante el incremento de los aranceles que Estados Unidos im-
pone a la región, y en particular a México, está vinculada con la necesidad de mantener una 
hegemonía global, la cual se ve amenazada por su alto nivel de endeudamiento externo y su 
déficit en la balanza comercial. En este contexto, la imposición de aranceles es una carta de 
negociación para restar poder a China, que no solo avanza como socio comercial, sino que tam-
bién aumenta su control sobre sectores estratégicos y su moneda crece como alternativa para 
la acumulación de reservas internacionales.

Estos escenarios de incremento de las tensiones geopolíticas afectan negativamente la dinámi-
ca económica y exigen de políticas que anticipen el efecto que puede llegar a tener la caída de la 
industria manufacturera, determinante para la ocupación femenina en Centroamérica y México, 
especialmente en el sector de las maquilas, que tiene como principal destino el mercado de 
Estados Unidos.

David Harvey (2003) vincula el ascenso de las finanzas en las últimas cuatro décadas al avance 
de lo que denomina acumulación por desposesión. En América Latina y el Caribe, este concepto 
permite entender por qué hay una permanente presión por parte del capital para apropiarse de 
los territorios que no han sido sometidos a una explotación exacerbada, además de la amenaza 
permanente de mercantilizar o privatizar los servicios que garantizan las condiciones para la 
reproducción, como la educación, la salud, los sistemas de pensiones y las infraestructuras pú-
blicas. Estas apropiaciones privadas garantizan una tasa de ganancia que amplía las esferas de 
la financierización de la economía, que se expresa en la especulación que se realiza de los acti-
vos locales en un mercado de carácter global. Silvia Federici (2020) interpreta la financierización 
no solo como un fenómeno económico, sino como un proceso que transforma la reproducción 
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social en un espacio de acumulación capitalista, afectando especialmente a las mujeres y a 
las clases trabajadoras. Una de sus manifestaciones más explícita tiene que ver con los altos 
niveles de endeudamiento de las mujeres, quienes usan las tarjetas de crédito e incluso los 
microcréditos con sus tasas de interés usurarias para satisfacer necesidades esenciales en las 
unidades domésticas.

La defensa neoliberal de la desregulación de los sistemas financieros nacionales y la progresiva 
liberalización de los flujos internacionales de capital se esgrime como la condición necesaria para 
garantizar una asignación eficiente del capital a escala internacional. Se supone que los capitales 
irradian las economías periféricas, por lo que tendencialmente todas las regiones se ven benefi-
ciadas. Sin embargo, los indicadores de generación de empleo y las cifras de pobreza e indigencia 
son contundentes en mostrar las consecuencias negativas de una inserción internacional funda-
mentada en las exportaciones de bienes primarios y actividades con bajo valor agregado.

La actualidad de la acumulación originaria se puede analizar a partir de un eje conceptual: 
la manera en que el cercamiento de los bienes comunes sigue siendo un instrumento 
para la expansión del capital en el presente. En particular, analizamos sobre las formas en 
que el sistema capitalista, a partir del predominio presente de su forma financiera, sigue 
ensanchándose a partir de la subsunción de nuevos territorios y recursos comunes (mate-
riales e inmateriales). Es clave resaltar la manera en que los nuevos cercamientos se cier-
nen –como diferencia y repetición– sobre los ámbitos de la reproducción social y sobre los 
cuerpos y lugares de poder de las mujeres en particular (Gago y Quiroga Díaz, 2014, p. 3).

El análisis de la CEPAL (2024a) sobre la IED en la región muestra que el comportamiento ne-
gativo de los flujos de inversión se explica por la caída de este rubro en Brasil, con un 14 %, y 
México, con un 23 %, lo que afectó negativamente los resultados de toda la región. En América 
del Sur, Perú registró una fuerte caída, con una disminución del 65 %, mientras que Argentina 
aumentó de manera sustantiva en los sectores de petróleo y gas, minería y energías renovables, 
principalmente mediante operaciones entre filiales.

En Centroamérica y en el Caribe, se incrementaron las inversiones respecto a 2022 en 12 % y 
28 %, respectivamente. En Centroamérica, casi todos los países recibieron más IED, destacán-
dose el crecimiento en Costa Rica, que concentró el 28 % en equipamientos médicos, y Hondu-
ras, con un 33 % destinado a servicios financieros. En el Caribe, Guyana creció un 64 % gracias al 
auge en la explotación del petróleo, mejorando el comportamiento del Caribe en su conjunto. A 
pesar del mejor desempeño de Centroamérica y el Caribe, las cifras anteriores muestran que las 
entradas de capital no son suficientes para superar el déficit de la cuenta de renta ni las salidas 
de capital registradas en la cuenta financiera.

En los últimos años, la incertidumbre proveniente de las tensiones geopolíticas que han derivado 
en la diversificación de escenarios de guerra ha provocado cambios abruptos en la economía 
mundial, sumado a los costos crecientes que produce el cambio climático. Entre 2024 y 2025, 
se estima que la economía mundial crecerá apenas un 3,2 %, jalonada por la expansión de las 
economías emergentes de Asia (5 %), en contraste con el bajo crecimiento en las economías 

https://www.cepal.org/es/publicaciones/80564-la-inversion-extranjera-directa-america-latina-caribe-2024
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avanzadas. Por su parte, el comercio internacional de bienes y servicios crecería ligeramente 
más que la actividad mundial, con una tasa del 3,4 %.

Sin embargo, se prevé que estas perspectivas más favorables del entorno internacional 
no beneficien a la región, debido en parte a la desaceleración económica de los Estados 
Unidos, China y ciertos países de la región, entre ellos el Brasil, como principales socios 
comerciales. En este sentido, la demanda externa debería seguir perdiendo impulso como 
sostenedor de la actividad económica de los países de la región (CEPAL, 2024e, p. 20).

En línea con la desaceleración prevista de la actividad económica general, la Organización Mun-
dial del Comercio (OMC) mostró la caída del volumen de comercio mundial tanto en 2023 como 
en 2024. La demanda de importaciones resultó afectada por el alza de los costos de endeuda-
miento en varias economías avanzadas, la crisis del sector inmobiliario chino y las crecientes 
tensiones geopolíticas. Las estimaciones del comercio mundial después de un crecimiento de 
2,7 % en 2023, proyectó un 2,6 % para 2024 (CEPAL, 2024b). Y las expectativas para 2025 son 
negativas por el impacto de las políticas proteccionista de Estados Unidos en la región.

Asimismo, el comercio internacional en América Latina y el Caribe se ve negativamente afecta-
do por el deterioro de los términos de intercambio, relacionado con la caída de los precios de 
las materias primas, que son determinantes en la mayor parte de las economías de la región. 
En contraste, los bienes energéticos, especialmente el petróleo, vienen aumentando su precio. 
De acuerdo con la CEPAL (2023b), los términos de intercambio promedio en América Latina y el 
Caribe registran una caída de 2,6 %, debido a que los precios de exportación disminuyeron más 
que los precios de importación. Es decir, la región necesita exportar cada vez más bienes pri-
marios, lo que tiene un impacto directo en sus ecosistemas, para financiar sus importaciones, 
profundizando las consecuencias de la crisis ambiental.

En América del Sur, los términos de intercambio tienen una caída mayor, del 4,4 %, porque en esta 
región la exportación está compuesta por alimentos, minerales y energía, cuyos precios se han 
deteriorado. Además, la dependencia de la demanda de China, que es el principal socio comer-
cial de la región, amplifica este impacto. Las exportaciones se componen casi exclusivamente 
de recursos naturales en bruto: seis productos (porotos de soja, minerales de cobre y de hierro, 
petróleo, cátodos de cobre y carne bovina) representan el 72 % de las exportaciones regionales 
a China. Por el contrario, las importaciones se componen casi exclusivamente de manufacturas, 
cuyos precios tienden al alza, remarcando las asimetrías en los términos de intercambio.

En Centroamérica y México, en 2024 se estimó un aumento del 2 % en sus términos de inter-
cambio a causa de su menor dependencia de las materias primas y su mayor vinculación con 
el mercado de Estados Unidos.

En 2023, las exportaciones regionales de servicios llegaron a 221.700 millones de dólares, su-
perando su nivel de prepandemia. Sin embargo, los servicios representan solo el 14 % de las 
exportaciones de bienes y servicios de la región, por debajo de su peso a nivel mundial (25 %).
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Es de subrayar que el aumento de la presencia de China en la región impacta en la demanda 
regional al estimular la producción de bienes básicos, lo que refuerza la especialización pri-
mario-exportadora en detrimento de las producciones de manufacturas, que son desplazadas 
por la masiva importación de bienes manufacturados. Las consecuencias son determinantes 
para América del Sur, que afronta un mercado de trabajo cada vez más centrado en el sector 
primario, con un énfasis en actividades con una mayor ocupación masculina, en detrimento de 
un perfil productivo que estimule la generación de empleo para las mujeres.

La dependencia del comercio con China implica la profundización del modelo extractivista cen-
trado en la explotación de la tierra, lo que ha generado una intensificación de la minería, la am-
pliación de la frontera agrícola en la Amazonía brasileña para satisfacer la demanda de carne, el 
crecimiento de la producción de los monocultivos de soja y porotos, sobre todo en América del 
Sur. Esto ha acrecentado el uso de agrotóxicos, promoviendo un modelo productivo que genera 
deforestación, pobreza de semillas y la contaminación del agua, el aire y la tierra, lo que provoca 
graves afectaciones sobre la salud y daños ecosistémicos irreversibles. Las actividades extrac-
tivas han propiciado conflictos territoriales, generando un mayor desplazamiento mayoritario 
de poblaciones indígenas, afrodescendientes y campesinas. En estas poblaciones, las mujeres 
sufren las consecuencias más graves, porque el modelo patriarcal las hace responsables del 
trabajo de reproducción y cuidados (Quiroga y Rincón, 2019).

En los ámbitos rurales, ellas son mayoritariamente responsables del abastecimiento de agua y 
alimentos. También garantizan la seguridad alimentaria mediante el manejo de los cultivos fun-
damentales para la existencia, en muchos casos buscando la soberanía alimentaria mediante 
la preservación de semillas locales. Además, las mujeres rurales en América Latina y el Caribe 
son la mayor parte de la población sin ingresos y las que están en una situación de mayor preca-
riedad. Por ello, dependen más de los recursos naturales para responder a sus necesidades, lo 
que las lleva a defender con mayor fuerza el territorio y, de este modo, sostienen las condiciones 
para la reproducción colectiva. Asimismo, son las mujeres quienes han tenido que cuidar a las 
personas que sufren graves enfermedades por la contaminación, ante las carencias de los sis-
temas públicos de salud y la evasión del Estado y las corporaciones frente a las consecuencias 
del modelo extractivista en la vida de las personas y los ecosistemas.

La determinación que el comercio internacional ejerce en las economías latinoamericanas y 
caribeñas que tienen un bajo nivel de diversificación está generando condiciones productivas 
que deterioran la vida de las mujeres y sus comunidades, y profundizan la crisis ambiental. En 
contraste, los sectores productivos que son impulsados en los procesos de integración regional 
construyen escenarios para desarrollar actividades con mayor valor agregado y que contrarres-
tan la precarización del mercado laboral, mejorando la empleabilidad de las mujeres, con una 
menor vulnerabilidad ante la inestabilidad de los mercados globales signados por las lógicas de 
la valorización financiera.



2030° ANIVERSARIO DE LA ADOPCIÓN DE LA DECLARACIÓN Y PLATAFORMA DE ACCIÓN DE BEIJING

Gráfico 1. Regiones y países seleccionados: tasa de crecimiento del PIB, 2022 y 
proyecciones para 2023 y 2024 (en porcentajes)

*El año fiscal comienza en abril y termina en marzo del año siguiente.
Fuente: CEPAL, sobre la base de FMI (2023).

Las proyecciones futuras permiten anticipar una dinámica económica marcada por el bajo cre-
cimiento económico, dada la creciente dependencia de la exportación de commodities, que son 
bienes de origen natural que se cotizan en los mercados globales, como soja, petróleo, minera-
les, etc. Estos bienes profundizan la asimetría de las relaciones centro-periferia, como resultado 
de la baja diversificación en la producción de bienes y la prevalencia que tienen China, la Unión 
Europea y Estados Unidos en el intercambio comercial.

Los riesgos que a futuro enfrenta la región se intensifican por el escalamiento de los diferentes 
escenarios bélicos a nivel global y la emergencia de una política hostil a los procesos migra-
torios, lo que afectará gravemente las economías de los países que dependen de las remesas. 
Esto ocurre en un contexto de fortalecimiento de regímenes políticos y económicos de extrema 
derecha que promueven políticas proteccionistas y relaciones internacionales fundamentadas 
en prácticas neocoloniales, mientras que al interior de sus países jerarquizan el acceso a dere-
chos en función de una visión de procedencia, raza y género, que estigmatiza y subordina a los 
demás grupos sociales. Las consecuencias de estos regímenes agudizan la crisis ambiental 
por su negativa a comprometerse con los acuerdos multilaterales para realizar las transforma-
ciones productivas necesarias para contener el colapso ambiental.
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El riesgo de políticas económicas procíclicas

El análisis de las implicaciones que tiene el estancamiento económico de la región es determi-
nante para entender las consecuencias que esta retracción tiene para la vida de las mujeres. Los 
desafíos que hoy enfrenta la autonomía económica de las mujeres implican un reconocimiento 
a los desafíos que conlleva la emergencia de regímenes que cuestionan las desigualdades es-
tructurales que afrontan, así como la responsabilidad que tiene el Estado en construir entornos 
institucionales que garanticen la justicia social. Asimismo, la retracción de la actividad económi-
ca a futuro puede verse agudizada ante la dependencia de un comercio exterior afectado por el 
impacto de las políticas de carácter proteccionista en países estratégicos para la región, como 
Estados Unidos. Estos factores exigen que los países de la región desarrollen un comportamien-
to contracíclico que permita contrarrestar los impactos negativos, además de reconfigurar la 
estructura económica para garantizar los recursos necesarios para fortalecer la democracia en 
lo político y económico, con el objetivo de realizar las inversiones sociales necesarias para cons-
truir el acervo social requerido para la producción de bienes y servicios de alto valor agregado.

En la historia reciente, encontramos que la crisis producida durante la pandemia fue superada 
en América Latina y el Caribe mediante la tendencia creciente del gasto público, que tuvo un 
comportamiento contracíclico al aumentar en la mayor parte de los países el gasto destinado 
a la salud pública. Asimismo, se desarrollaron programas que garantizaron las condiciones de 
la reproducción de los hogares mediante subsidios directos, además de apoyar a pequeñas y 
medianas empresas (PyME) e incluso financiar a las grandes empresas mediante el pago de los 
salarios de sus trabajadores, como ejemplifica el programa de Asistencia al Trabajo y la Produc-
ción (ATP) implementado en Argentina.

De manera reciente, el gasto público ha cambiado de rol. Las dinámicas propias de la financieri-
zación de la economía capturan el gasto público mediante el crecimiento del servicio de la deu-
da, lo que impide la disponibilidad fiscal para realizar las inversiones públicas necesarias para 
afrontar la desigualdad y dinamizar una economía centrada en la creación de valor agregado. 
UNCTAD advierte que:

Un total de 3.300 millones de personas viven en países que gastan más en el pago de in-
tereses que en educación o salud. Además, en los países emergentes y en desarrollo, los 
pagos de intereses superan las inversiones climáticas, lo que ralentiza los esfuerzos de 
adaptación y mitigación del cambio climático […]. Asimismo, las regiones en desarrollo 
se endeudan a tasas que son de 2 a 4 veces más altas que las de Estados Unidos y de 6 
a 12 veces más altas que las de Alemania (ONU, 2024; traducción propia).

Los niveles de endeudamiento para América Latina y el Caribe son cercanos al 50 % y se comparan 
con la deuda registrada por la región entre 2002 y 2003. En América del Sur, este endeudamiento 
alcanza el 62,8 %, con el protagonismo de Argentina y Brasil, mientras que en Centroamérica tiene 
un promedio de 47,2 % (CEPAL, 2024c).
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Gráfico 2. América Latina y el Caribe: pago de intereses del gobierno central como 
porcentaje del pago del gasto en educación, salud y protección social. 2012-2023 (en 
porcentaje)

Fuente: CEPAL (2024c).

Gráfico 3. Deuda pública bruta del gobierno central por país.
Diciembre 2022 - diciembre 2023

Fuente: CEPAL (2023c).

El pago de intereses equivale al 70 % del gasto que los países destinan a educación, al 86% del 
gasto en salud y al 57 % del gasto en protección social. Estas cifras muestran que el peso de la deu-
da externa va en contravía de los imperativos de una economía orientada por el cuidado de la vida.

La caída en el gasto social agudiza el ciclo contractivo que enfrenta la región, en un contexto de 
política monetaria que fija altas tasas de interés para controlar la inflación, frenando la actividad 
económica. En este contexto, ganan terreno las corrientes políticas de extrema derecha que 
usan el poder del Estado para favorecer la acumulación de ganancias de las grandes empresas 
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y el sector financiero, debilitando las responsabilidades relacionadas con el fortalecimiento de 
las instituciones que garantizan el cuidado de la vida.

Es paradójico que en el campo fiscal no se realizan las transformaciones necesarias para afec-
tar la concentración de la riqueza y garantizar los recursos necesarios para la inversión social. 
La implementación de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing requiere de políticas que 
afecten las desigualdades estructurales mediante el desarrollo de políticas fiscales que actúen 
sobre la concentración de la riqueza y la desigualdad social:

En 2023, por primera vez en la historia, han surgido más milmillonarios por la riqueza 
heredada que por el resultado de sus propios negocios o su puro emprendimiento. En la 
actualidad, todos los milmillonarios menores de 30 años han heredado su fortuna. En las 
próximas tres décadas, más de 1000 de los actuales milmillonarios legarán a sus here-
deros más de 5,2 billones de dólares estadounidenses. Según los cálculos de Oxfam, el 
36 % de la riqueza de los milmillonarios es heredada.

Y, lo que es peor, la transmisión de esta riqueza vía herencias estará, en gran medida, 
libre de impuestos […]. A pesar de ser la región del mundo con un mayor volumen de ri-
queza heredada, tan solo nueve países de América Latina y el Caribe cuentan con algún 
tipo de impuesto sobre herencias, sucesiones y donaciones (OXFAM, 2025, p. 10).

La extracción de recursos que conlleva el servicio de la deuda implica reconocer que los países 
enfrentan presiones significativas para reducir el gasto destinado a corregir el impacto del ciclo 
recesivo y generar los superávits necesarios para el pago del servicio de la deuda. Además, 
sostienen una política fiscal que salvaguarda los privilegios, produciendo una permanente rea-
signación de recursos de la población al sector financierizado de la economía.

Esta permanente captura de los recursos sociales deteriora la autonomía económica de las 
mujeres, profundizando las desigualdades que ellas enfrentan y que se han agudizado a partir 
de la pandemia como resultado de la conjugación de por lo menos tres factores adversos que 
afectan las condiciones de reproducción. El primero es el impacto que tuvo el encarecimiento 
de los alimentos, que afectó la disponibilidad de ingresos de los hogares en un contexto mar-
cado por la tendencia alcista de la inflación, la cual encarece los bienes fundamentales para 
la reproducción y recién en 2024 se revirtió. En segundo lugar, la política de incremento de las 
tasas de interés afectó particularmente a las mujeres, porque ante la caída de los ingresos 
se endeudaron para satisfacer las necesidades fundamentales del hogar. En tercer lugar, el 
crecimiento del gasto destinado a los servicios de la deuda compromete la capacidad de los 
gobiernos para garantizar bienes y servicios esenciales, los cuales dependen cada vez más del 
nivel de ingresos de los hogares afectados por un mercado laboral cada vez más precarizado.

Entre 2000 y 2014, el gasto público en salud de América Latina y el Caribe aumentó un 25 %. El 
promedio de dicho gasto fue de un 4,5 % del PIB en 2021, porcentaje aún inferior a la meta de 
al menos el 6 % del PIB propuesta por la OPS/OMS. En 2021, solo 61 % del gasto total en salud 
de la región correspondió a gasto público, lo que da cuenta de la importancia que aún tiene en 
los países el gasto privado, siendo el gasto de bolsillo el principal componente. En promedio, 
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en 2021 los hogares de la región debieron cubrir más del 28 % del gasto total en salud con 
pagos directos de bolsillo, y once países ese gasto superaba incluso el 35 %. Esta cifra resulta 
preocupante, ya que los gastos de bolsillo reproducen las desigualdades en acceso y calidad de 
la atención, y pueden traducirse en gastos catastróficos o empobrecedores. La evolución del 
gasto en salud en América Latina y el Caribe pone de manifiesto la relación sustitutiva entre el 
gasto público y el gasto de bolsillo como fuentes de financiamiento de la salud (CEPAL, OPS y 
OMS, 2024).

El consenso político en el que se inscribieron originalmente los objetivos de la Declaración y Pla-
taforma de Acción de Beijing planteaba la necesidad de fortalecer y profundizar la democracia 
y sus instituciones, con el objetivo de combatir la pobreza mediante el fortalecimiento de una 
economía generadora de mejores fuentes de trabajo, reconociendo la urgencia de implementar 
políticas que corrigieran la desigualdad estructural que sufren las mujeres. En la actualidad, es-
tos consensos políticos están siendo cuestionados por la radicalidad de proyectos de gobierno 
de extrema derecha, que tienen como objetivo explícito la reducción de los derechos sociales, el 
acrecentamiento de los factores estructurales que producen la desigualdad y la crítica a todas 
las políticas que invoquen el principio de justicia social, sobre todo aquellas que actúan sobre 
las inequidades que recaen sobre las mujeres y los géneros. Se trata de volcar toda la capacidad 
de acción del Estado en la expansión de la acumulación de ganancias de corto plazo, principal-
mente por vía de la especulación financiera y los negocios extractivistas.

Estos factores se tornan más críticos en un contexto de recrudecimiento de las políticas de 
extrema derecha en la región, que intensifican la especulación financiera, debilitan la regulación 
estatal de las prácticas abusivas de las grandes empresas en la economía, desarrollan reformas 
que deterioran las condiciones de reproducción de la fuerza de trabajo y, al mismo tiempo, no 
emprenden políticas que actúen contra la creciente precarización del mercado de trabajo.

La trampa de la baja productividad en el mundo del trabajo

Las economías de América Latina y el Caribe registraron una tasa de crecimiento en 2023 de 
2,3 %; en 2024 disminuyó el 2,2 % y, para 2025, se proyecta una tasa de 2,4 %.

En este contexto, persisten el bajo ritmo de creación de empleo, la elevada informalidad 
y las significativas brechas de género en los mercados laborales de la región. En con-
cordancia con el bajo crecimiento del PIB, el empleo en la región también registra un 
crecimiento limitado, del 1,7 % en 2024, el menor registrado en el período posterior a la 
pandemia de enfermedad por coronavirus (CEPAL, 2024e).

Esta trayectoria no es fruto de una consecuencia coyuntural producto de la crisis generada por 
la pandemia de covid-19, sino que los indicadores muestran que las economías de la región ya 
venían de un proceso de deterioro en la productividad, que se ve reflejado en la tendencia de-
creciente del PIB. La gráfica a continuación permite observar que, en las décadas de 1950, 1960 
y 1970, las tasas de crecimiento son superiores al 5 %, mientras que en la última década entre 
2015 y 2024 el PIB creció a una tasa promedio del 1 %.
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Gráfico 4. América Latina (17 países): crecimiento del número de ocupados, promedio 
anual y por década, 1952-2030 (en porcentajes)

* Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay.
Fuente: CEPAL, sobre la base de cifras oficiales y de Feenstra, Inklaar y Timmer (2015).

En el período 1951-1979, el PIB tendencial crecía a tasas promedio de más del 5 % anual; entre 
1980 y 2009, lo hacía a una tasa promedio de menos del 3 % anual; y durante el período 2010-
2024, lo hizo a una tasa promedio del 1,6 % (CEPAL, 2024b).

La principal consecuencia de la caída en la productividad que se ha prolongado por varias dé-
cadas es el estancamiento en la creación de empleos asalariados. Este fenómeno explica la 
expansión de las economías sociales, solidarias, populares, campesinas y étnicas, que tienen 
en común la autogestión en la creación de las fuentes de ingresos por parte de las personas que 
inventan sus trabajos. En todas estas economías, las mujeres se encuentran sobrerrepresenta-
das (Quiroga Díaz, 2024).

En la narrativa convencional, la diversidad de trabajos que no se realizan en las condiciones for-
males se aglutinan en el paraguas del trabajo informal. Las mediciones en la región muestran 
que la mayor parte de las ocupaciones son generadas en la informalidad, siendo este sector el 
que cobija a la mayor parte de las personas que se encuentran en la población económicamente 
activa. Entre 2014 y 2023, el crecimiento promedio del empleo en la región fue del 1,3 %, signifi-
cativamente menor al 3,9 % registrado en la década de 1970 (CEPAL, 2024c).

La gráfica a continuación es elocuente: el crecimiento del empleo marca una tendencia descen-
dente, incluso en el período 2003-2011, cuando se produjo una mayor reactivación económica 
que permitió la recuperación de las economías regionales tras la crisis de comienzos de siglo. 
Sin embargo, el menor nivel de crecimiento del empleo y del valor agregado en todos los secto-
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res productivos se registró en la década de 2010 a 2019, cuando se produjo una caída promedio 
del 0,1 % en el sector agrícola y bajos niveles de crecimiento en el sector industrial, con un 0,7%, 
y de servicios, con un 1,7 %.

En este contexto, la llegada de la pandemia agudizó la caída en el crecimiento y la productividad, 
con las consecuencias sobre un mercado laboral cada vez más precario, que constituye uno de 
los principales desafíos para el cumplimiento de los objetivos de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing.

Gráfico 5. Tasa de crecimiento interanual

* Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Sal-
vador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana 
y Uruguay.
Fuente: CEPAL, sobre la base de cifras oficiales y de Feenstra, Inklaar y Timmer (2015).

Transformación en el perfil laboral del mundo del trabajo

Esta disminución en la creación de empleo a nivel agregado se refleja en todos los sectores 
económicos, provocando un cambio en la distribución sectorial. La CEPAL (2021) estima que 
seis de cada diez mujeres se emplean en sector servicios y manufactura. En la actualidad, el 
sector de los servicios ha incrementado en 36,2 % su participación en el empleo total, pasando 
del 28,5 % en 1950, a 45 % en 1980 y a 64,7 % en 2021. El sector agrícola, que concentraba más 
del 50 % del empleo en 1950, ahora representa menos del 15 %. Por su parte, el sector industrial, 
que en 1950 representaba 20,1 %, se mantiene en el mismo nivel, con 20,8%, en 2021. El 20 % de 
las mujeres de América Latina y el Caribe se emplean en actividades agrícolas. El sector rural 
concentra la mayor prevalencia de pobreza, con un porcentaje de 46 %.
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El análisis sectorial muestra la pérdida de importancia del sector agrícola en la creación de em-
pleos, decreciendo a partir de 2010. El comportamiento del sector industrial es particularmente 
crítico por su correlación con la creación de empleos con mayor productividad, su vinculación 
con la economía del conocimiento y, en última instancia, su capacidad en la producción de valor 
agregado. Desde 2010, su tasa de crecimiento en el número de ocupados es inferior al 1 %. El 
sector servicios, que registra comparativamente una menor caída, no compensa la depresión de 
los otros sectores, sobre todo por las condiciones de precariedad laboral, que son mayoritarias 
en los empleos generados.

La investigación llevada a cabo por Marchionni, Gasparini y Edo (2018), para América La-
tina muestra que la estructura de participación por sector de empleo y género ubica en 
mayor proporción a las mujeres en el sector de servicios, que, a su vez, es un sector más 
proclive a la informalidad. En breve: “La mayoría de las mujeres latinoamericanas siguen 
empleadas en el comercio (29 %), la educación/salud (23 %) y los servicios domésticos 
(10 %). La proporción de estos sectores representa más del 60 % del empleo femenino 
total, proporción que no ha cambiado sustancialmente, al menos en los últimos 25 años” 
(Marchionni, Gasparini, & Edo, 2018, p. 232) (Marzonetto, 2019, p. 16).

Gráfico 6. América Latina (17 países): crecimiento del número de ocupados, prome-
dio anual por década y por sectores productivos -agricultura, industria y servicios-, 
1950-2021 (en porcentajes)

* Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay.
Fuente: CEPAL, sobre la base de cifras oficiales y de la Universidad de Groninga, Penn World Table 
y Organización Internacional del Trabajo.

En América Latina y el Caribe, casi siete de cada diez personas ocupadas trabajan en el sector 
servicios. La mayor creación de empleo se registra en actividades con menor productividad, 
como construcción y servicios financieros. Esta dinámica sectorial contribuye a explicar el bajo 
desempeño de la productividad laboral en la región, que en 2024 ha mostrado niveles inferiores 
a los observados en 1980.
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Gráfico 7. América Latina (17 países): crecimiento de la productividad laboral, prome-
dio anual, 2010-2021 (en porcentajes)

* Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay.
Fuente: CEPAL (2024b).
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Gráfico 8. América Latina (17 países): participación en el empleo total, 2021 (en por-
centajes)

* Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay.
Fuente: CEPAL (2024b).

Como se viene mostrando, la generación de empleos se está produciendo en sectores con 
menor crecimiento en su productividad y está relacionada con la participación del empleo infor-
mal, que representa el 47 % de las fuentes de trabajo en la región, con un crecimiento del 18,6 % 
entre 2013 y 2022, frente al trabajo formal, que creció tan solo un 3,3 %. Las mujeres participan 
mayoritariamente en las actividades vinculadas al comercio, servicios comunales y personales. 
La mayor demanda laboral se está produciendo en actividades más precarias, en las cuales las 
mujeres son mayormente empleadas. Este empleo informal creció un 22,8 %, en comparación 
con el aumento del 15,7 % entre los hombres (CEPAL, 2024b).
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El factor determinante en la sobrerrepresentación de las mujeres en la informalidad es el tiempo que 
dedican al cuidado de las personas dependientes en el hogar, sumado al trabajo que conlleva soste-
ner las condiciones necesarias para la existencia en lo cotidiano. Por lo anterior, necesitan de una ma-
yor flexibilidad laboral para responder a las exigencias que implica el cuidado en la unidad doméstica.

Las economías campesinas, populares, sociales y solidarias, consideradas como informales, 
afrontan los períodos de contracción o desaceleración económica con el crecimiento en la pro-
ducción de trabajos y con la intensificación de las actividades desarrolladas. La plasticidad que 
caracteriza a estas economías permite que en ella encuentren las condiciones de sobrevivencia 
las mujeres con personas dependientes, quienes tienen menores niveles de calificación y quienes 
no cumplen con las condiciones de empleabilidad del mercado laboral. Esto lleva a que, en los 
extremos del ciclo de vida, las personas empleadas en estas economías sean jóvenes y ancianas/
os, así como quienes sufren exclusiones por factores étnicos, de discapacidad o de procedencia.

Reformular el consenso de Beijing en el 
marco de una crisis de largo aliento

La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing tuvo la capacidad de llevar a la política pública 
la necesidad de construir escenarios institucionales que garantizaran la igualdad de las mujeres 
y que reconocieran los factores que producen menores oportunidades en el contexto económico. 
De ahí la centralidad que tuvieron las propuestas vinculadas al fortalecimiento de su participa-
ción en el mercado laboral y la conciliación de las demandas de cuidado con la participación en 
la vida política y económica (Quiroga Díaz y Sandoval Salazar, 2020).

En la actualidad, los desafíos se encuentran en mostrar la riqueza que genera el trabajo de re-
producción y cuidados, con el objetivo de retribuir el aporte que este trabajo aporta al PIB. Se 
trata de comprometer a los gobiernos en la producción de infraestructuras que hagan de los 
cuidados un problema político y no una responsabilidad que ha sido delegada a las mujeres. 
Asimismo, se trata de garantizar el cuidado como un derecho que no debe depender de los 
ingresos de las unidades domésticas. Es urgente reconocer la complejidad del trabajo de repro-
ducción que está profundamente imbricado con las economías sociales, solidarias, populares, 
étnicas y campesinas. De ahí la necesidad de aumentar la escala mediante el fortalecimiento 
de los procesos de organización social, la cualificación de las actividades desarrolladas y el 
avance en la construcción de nuevos espacios institucionales conectados con la investigación 
y desarrollo, con el fin de romper las condiciones que encierran la potencia de estas economías 
en los circuitos de la precariedad. Es urgente reducir y redistribuir el trabajo de cuidados no re-
munerado, que hoy realizan mayoritariamente las mujeres, así como recompensar y representar 
el trabajo de cuidados remunerado (ONU- Mujeres, 2024).

Un objetivo central de toda política que busque fortalecer la autonomía de las mujeres es avan-
zar en la reducción de los tiempos que las mujeres dedican al trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado, en beneficio de la diversificación de posibilidades productivas. Esto abriría la 
opción de consolidar procesos de organización y cualificación laboral como un eje central para 
garantizar la sostenibilidad económica.
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El crecimiento de la productividad laboral es un imperativo en la creación de nuevas fuentes de 
ingresos para las mujeres y diversidades, con el objetivo de romper el ciclo de extenuantes jor-
nadas de trabajo, bajas remuneraciones, falta de acceso a la seguridad social y fragmentación 
laboral. Para ello, es central que el Estado se comprometa en garantizar la superación de la 
brecha digital y el acceso a las nuevas tecnologías.

El crecimiento de las economías de plataforma impone desafíos para la perspectiva feminista, 
debido a su impacto en el crecimiento del trabajo precarizado después de la pandemia. Este 
sector absorbe a los trabajadores y trabajadoras que han quedado excluidos de las dinámicas 
del mercado de trabajo asalariado, permitiendo su acceso a ingresos. Sin embargo, la baja ca-
pacidad regulatoria de los Estados conlleva a que la riqueza producida no sea aprovechada para 
fortalecer la capacidad tributaria de los gobiernos, ni tampoco contribuye a garantizar una re-
muneración justa para los y las trabajadoras y el acceso a los derechos y la protección social, de 
acuerdo con la legislación laboral. Además de reconocer el desgaste de las infraestructuras pú-
blicas que estas actividades demandan, el crecimiento de este sector demuestra que existe la 
oportunidad de rediseñarlas, con el protagonismo de las organizaciones autogestionadas de las 
y los trabajadores, en alianza con el Estado. Esto permitiría favorecer las prácticas asociativas y 
romper con la fragmentación laboral y las prácticas abusivas que estas actividades imponen en 
las condiciones de trabajo. Asimismo, es clave el desarrollo con conocimiento local de platafor-
mas digitales que garanticen la incorporación de las mujeres en la economía del conocimiento, 
así como la soberanía en el diseño de los instrumentos que garanticen que la riqueza producida 
beneficie a los territorios en los que se produce este valor.

Los desafíos de un nuevo consenso afrontan el deterioro de la actividad económica, donde la caí-
da del comercio internacional impacta a las economías latinoamericanas y caribeñas, debido a su 
dependencia en la exportación de bienes primarios de bajo valor agregado. Esta situación genera 
una caída en los precios, lo que implica un crecimiento en los volúmenes, ejerciendo una presión 
sobre los ecosistemas y agudizando la crisis ambiental y los conflictos territoriales, con un efecto 
significativo en la vida de las mujeres. Por tanto, es urgente enfatizar las regulaciones ambientales 
y fortalecer el control de las comunidades sobre las condiciones en que se realizan las actividades 
económicas en sus territorios. Las acciones para que las mujeres accedan a la propiedad de la 
tierra y a los recursos necesarios para desarrollar actividades ambientalmente sostenibles son 
un elemento central para fortalecer la capacidad de desposesión de las actividades extractivas.

El comercio internacional para la región está negativamente influenciado por la caída de los pre-
cios internacionales de los commodities y el resurgimiento de prácticas neomercantilistas. Esto 
afectará principalmente a las economías de México y Centroamérica, debido a la imposición de 
aranceles a sus bienes y el endurecimiento de las leyes migratorias que afectan las remesas, 
estratégicas en la región para el acceso a divisas y el sostenimiento de los hogares y redes que 
dependen del trabajo de las personas migrantes, especialmente de las mujeres que sostienen 
las redes globales de cuidado.

Este entorno negativo exige que los Estados profundicen una política contracíclica, que implica 
reconocer que las mujeres, sobre todo las migrantes y las mujeres racializadas, sostienen con 
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su trabajo no remunerado las economías en la región. Su aporte al PIB, así como la dedicación 
en esfuerzo y horas, resulta determinante en su sobrerrepresentación en la situación de pobreza.

La agenda económica para la igualdad de las mujeres conlleva una transformación productiva que 
reconoce que la innovación económica en el mundo ha tenido la condición de la inversión estatal. 
Las políticas efectivas contra la desigualdad deben impulsar la consolidación de procesos innova-
dores que desplacen la explotación de los territorios y fomenten el desarrollo de cadenas intensi-
vas en la producción de valor agregado, para garantizar una dinámica ambientalmente sostenible.

Uno de los principales desafíos en la manera en la que se piensa la salida a la crisis de larga 
duración supone reconocer que lo productivo en la región cuenta con el protagonismo de una 
diversidad de economías que no pueden ser comprendidas desde el concepto de informalidad. 
Estas economías, que tienen una intensiva participación de las mujeres, requieren del acompa-
ñamiento del Estado para fortalecer las capacidades organizativas y transformar la escala de 
producción, superando los imperativos de la sobrevivencia y accediendo a capital y acompaña-
miento técnico. Esto permitirá alargar los circuitos de producción mediante eslabones asociati-
vos, con el objetivo de fortalecer las capacidades tecnológicas en el marco de una producción 
ambientalmente sostenible en los territorios.

Los procesos de endeudamiento externo no tienen un impacto neutral en la vida de las mujeres, 
ya que implican la retracción en las inversiones en los bienes y servicios fundamentales para 
la reproducción. El efecto sobre la vida de las mujeres es directo, porque el trabajo de cuidados 
en las unidades domésticas y en lo comunitario sostiene las condiciones de la vida. Garantizar 
mejores condiciones para la vida de las mujeres exige el paso a estructuras impositivas que 
capturen la riqueza apropiada por los monopolios, los latifundistas y las grandes fortunas.

El alto nivel de endeudamiento de las mujeres hace explícita la captura del valor producido por 
los circuitos del sector financiero especulativo. De ahí la urgencia de hacer de los servicios fi-
nancieros un nuevo común: “producir lo común como un esfuerzo cotidiano y reiterado de gene-
ración y cultivo de vínculos fértiles ligados a la reproducción material y simbólica de la vida, en 
condiciones de feroz cercamiento y agresión del capital” (Gutiérrez, 2020). Asimismo, superar 
una estructura especulativa en la prestación de los servicios financieros implica el desarrollo de 
políticas para el desendeudamiento de los hogares, sobre todo de las mujeres. Los instrumen-
tos generados por las monedas sociales, las finanzas solidarias y las políticas de ingreso básico 
generan alternativas para alcanzar la soberanía financiera de las mujeres y sus territorios.
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Los cuidados en América Latina 
y el Caribe a 30 años de la 
adopción de la Declaración y 
Plataforma de Acción de Beijing
Clyde Soto, Patricio Dobrée, Lilian Soto

Introducción. El debate sobre cuidados a 30 
años de la Conferencia de Beijing

Hace tan solo tres años, cuando analizábamos el progreso y los desafíos pendientes en Amé-
rica Latina y el Caribe respecto a la agenda de cuidados establecida en la Declaración y Pla-
taforma de Acción de Beijing, una de las principales conclusiones que afirmábamos era que 
la temática del cuidado había llegado para ocupar un lugar en el centro de la agenda pública 
(Soto et al., 2020). Hoy ya no podemos decir lo mismo con tanta seguridad. Los giros políticos 
hacia posiciones ultraconservadoras ocurridos en varios países ponen en entredicho algunos 
de los avances que se avizoraban. Las crueles narrativas del ajuste, el individualismo mercantil 
y la guerra ciertamente ensombrecen y precarizan muchos de los espacios donde habitamos, 
trabajamos y nos relacionamos. Dicha avanzada disputa sentido a valores y principios propios 
de modelos de convivencia más democráticos y justos, como la corresponsabilidad, el interés 
por las otras y los otros, y la conciencia de nuestra interdependencia con otros seres humanos y 
con la naturaleza. Sin embargo, en medio de este paisaje a veces opaco, también es importante 
saber reconocer las aperturas y la continuidad de procesos luminosos. Esta actitud alerta es la 
que nos permite reconocer lo complejo y variable de la urdimbre social y política, evitando que 
el escepticismo o la resignación colonicen nuestra mirada.

Este nuevo artículo tiene como propósito realizar un breve balance de lo que ha ocurrido luego 
de la publicación de aquel texto donde intentábamos identificar los avances y desafíos en mate-
ria de cuidados en América Latina y el Caribe hispano (Soto et al., 2020). Ahora, en el momento 
de cumplirse 30 años después de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, nos inte-
resa actualizar ese examen. Así, este artículo presenta tres partes. La primera de ellas aborda 
un rápido análisis de los principales enfoques desde los que se ha analizado el cuidado en los 
últimos años. La segunda parte contiene un relevamiento de los instrumentos normativos y de 
política pública con los que se busca promover una organización social del cuidado más justa y 
equitativa en la región. La tercera sección analiza los aportes y las perspectivas desde el trabajo 
de la sociedad civil. Finalmente, se presentan unas breves conclusiones.
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Continuidades y giros en las lecturas sobre el cuidado

Pese a los vaivenes señalados, la temática del cuidado ha continuado recibiendo una extraordi-
naria atención por parte del sector académico, activista y político de toda la región en los últimos 
años.3 El foco de este impulso fue profundizar y ampliar el análisis y la discusión de uno de los 
nudos estructurales de la desigualdad de género,4 a la par de identificar propuestas transforma-
doras. El cuidado siguió definiéndose como una actividad fundamental para el sostenimiento de la 
vida y el bienestar de las personas. Al mismo tiempo, se reconoció que tiene un doble semblan-
te. Por un lado, se concibió como un trabajo invisible y poco valorado atribuido principalmente a 
las mujeres, que exige ser redistribuido de manera equitativa y corresponsable entre Estado, mer-
cado, comunidad y hogares. Por otro lado, se interpretó como un recurso que forma parte de cadenas 
de valor, un bien público, un derecho y un nuevo pilar de los sistemas de bienestar social.5

Estos abordajes, como señala Batthyány (2020), han venido trabajándose en la región desde 
cuatro miradas analíticas, que son las de la economía feminista, el debate sobre el bienestar 
social, el cuidado como un derecho y la ética del cuidado. Lo novedoso hoy probablemente sea 
el énfasis que comenzaron a adquirir algunos enfoques complementarios. Uno de ellos provie-
ne de posiciones cercanas al ecofeminismo y el feminismo comunitario.6 Desde una mirada 
holística e interconectada, el concepto del cuidado también abarca las relaciones entre las per-
sonas, la sociedad y la naturaleza, reconociendo la interdependencia entre los seres humanos 
y su entorno. La segunda perspectiva se despliega en el marco del paradigma de la “sociedad 
del cuidado”.7 En este caso, el cuidado se presenta como el eje central de una nueva forma de 
entender y abordar la organización de la vida en común. Como parte de esta visión, el cuidado 
adquirió con mayor determinación el carácter de un asunto público, con implicancias estraté-
gicas para la política. Cabe señalar que el paradigma de la “sociedad del cuidado”, si bien venía 
configurándose desde mucho tiempo atrás, cobró fuerza a partir de la pandemia del covid-19. 
Esta experiencia inédita en la historia hizo patente la vulnerabilidad de todas las personas y 
su necesidad de cuidados. Ello fue reforzado en la XV Conferencia Regional sobre la Mujer de 
América Latina y el Caribe de 2022. Allí, los gobiernos de la región aprobaron el Compromiso de 
Buenos Aires, en el que se hace un llamado a transitar hacia un nuevo estilo de desarrollo que 
priorice la sostenibilidad de la vida y del planeta, estableciendo un camino hacia una sociedad 

3En esta sección se realiza una revisión de libros o capítulos de libros publicados en formato físico o digital en países de 
América Latina y el Caribe hispano durante el período comprendido entre 2020 y 2024.

4La división sexual del trabajo y la injusta organización social del cuidado son uno de los cuatro nudos estructurales que 
limitan la igualdad de género identificados en el marco de la Estrategia de Montevideo (CEPAL, 2017).

5Referencias más amplias sobre estos enfoques pueden encontrarse en Bango y Cossani (2021) y CEPAL (2022).
6Estos enfoques, por ejemplo, están presentes en Anzorena, Schwarz y Yañez (2021); Mascheroni (2022) y Sanchís (2020).
7Como se señala en un documento clave de CEPAL (2022), la sociedad del cuidado supone un nuevo modelo de desa-
rrollo que ubica en el centro la igualdad, afirma la ecodependencia (dependencia humana respecto de la naturaleza) y la 
interdependencia entre las personas, y define el cuidado como una necesidad, un trabajo y un derecho. El paradigma de 
la sociedad del cuidado es desarrollado por Batthyány, Pineda Duque y Perrotta (2024); CEPAL y ONU Mujeres (2023) y 
Garrido (2021a), entre otras autoras y autores.
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del cuidado y proponiendo acuerdos para una recuperación transformadora con igualdad de 
género y sostenibilidad (CEPAL y ONU Mujeres, 2023b).

Sobre las bases señaladas, los debates más actuales se centraron principalmente (aunque no 
de modo exclusivo) en tres temáticas relativamente puntuales. La primera de ellas se refiere a la 
formulación e implementación de políticas públicas con el fin de lograr una organización social 
del cuidado donde las responsabilidades estén distribuidas de una manera justa e igualitaria.8 

Esta perspectiva, fundamentalmente práctica y aplicada, analiza cuestiones como el diseño de 
sistemas de cuidados y de políticas específicas, la construcción de marcos normativos, las de-
mandas de inversión pública, la implementación de mecanismos de financiamiento y el estudio 
de aspectos concretos como las necesidades de infraestructura de cuidado, los estándares de 
calidad de los servicios y su articulación con servicios ofrecidos por otros sectores del Estado.

La segunda temática importante se configura en torno a la relación entre el trabajo de cuidado 
y las economías monetizadas y la esfera de la producción.9 Los debates en este campo fueron 
muy heterogéneos. Uno de los principales intereses fue comprender cómo se configura el cam-
po del trabajo de cuidados remunerados en un contexto donde este sector adquiere un valor 
estratégico. A su vez, se realizaron estimaciones del valor monetario del trabajo de cuidados, 
se estudió el papel del cuidado en la agenda sindical y se valoraron los beneficios que aporta al 
sector privado en términos de productividad.

El tercer tema que adquirió cada vez mayor protagonismo fue el análisis del cuidado de po-
blaciones específicas. En este sentido, continuaron realizándose estudios para determinar las 
necesidades y condiciones en las que reciben cuidados niñas y niños ubicados en la etapa de 
la primera infancia. Paralelamente fue creciendo el número de trabajos focalizados en el sector 
de las personas adultas mayores.10 Esta tendencia da cuenta de los retos que afronta la región 

8Ver: Bango y Piñeiro (2022); Batthyány (2020, 2021); Benedetti, Sancho y Hernández (2024); Comisión Interamericana de 
Mujeres (2022); Díaz Picasso, Alarcón Calixto y Tello Atencia (2022); Equipo Latinoamericano de Justicia y Género [ELA] 
y UNICEF (2022); Galián et al. (2023); Gherardi, Gallo y Martelotte (2020); Hernández Pérez et al. (2023); Jara Maleš, Ma-
tus-López y Chaverri-Carvajal (2020); Latinddad y TRF-Trustlaw (2023); Lloyd-Sherlock et al. (2024); Loayza Millán (2022); 
López Boo, Carneiro y Ferro (2021); Macoc (2023); Marzonetto (2022); Marzonetto et al. (2022); Micha y Pereyra (2022); 
Ministerio de Obras Públicas, ONU Mujeres y Oficina de Naciones Unidas de Servicios para Proyectos (2023); Montes 
de Oca Zavala (2023); Nicoli y Vieira (2023); Novick (2022); Ñopo e Hidalgo (2022); ONU Mujeres (2023a, 2023b, 2023c 
y 2023d); ONU Mujeres y Ministerio de Desarrollo Social (2022); Otazú et al. (2024); Pautassi y Marco Navarro (2021); 
Pinheiro, Pereira Tokarski y Posthuma (2021); Piña (2023); Plataforma Nacional de Corresponsabilidad Social y Pública 
del Cuidado (2023); Salvador (2021); Schenone Sienra (2020); Schenone Sienra y Oliva (2021); Straschnoy (2022); Tribín, 
Newball y Granda (2023); Vargas (2020); Villalobos Dintrans, Oliveira y Stampini (2022); Wanderley (2021).
9Ver Almeida y Wajnman (2023); Amarante (2022); Angotti y Corrêa Vieira (2021); Blanchard (2023); CEPAL y ONU Mujeres 
(2022); D’Alessandro et al. (2020); Dohm (2021); Fabiani (2023); Florito, Guevara y Camisassa (2020); Fournier (2022); Ga-
llo, Marzonetto y Martelotte (2020); Garrido (2021b); Guimarães e Hirata (2020); Macoc (2023); Massaccesi (2021); Micha 
y Pereyra (2022); Monje Silva et al. (2022); Novick (2022); OIT (2023a, 2023b, 2024); Otazú et al. (2024); Pérez Castro, Con-
treras Román y Contreras Vargas (2021); Pinheiro, Pereira Tokarski y Posthuma (2021); Quevedo Rocha, Herrera-Idárraga 
y Hernández Bonilla (2021); Safranoff, Cavalo y Benza (2022); Salvador (2021); Schenone Sienra (2020); Schenone Sienra 
y Rossi (2022); Soto (2022); Valenzuela, Scuro y Vaca Trigo (2020); Zegarra Rivero (2022).

10Ver Aranco et al. (2022); Batthyány (2020); Benedetti, Sancho y Hernández (2024); Da Mota Peroni et al. (2023); Doty 
(2023); Forttes Valdivia (2020); Jara Maleš y Chaverri-Carvajal (2020); Lloyd-Sherlock et al. (2024); Montes de Oca Zavala 
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debido al envejecimiento poblacional y a los cambios en la composición demográfica de sus 
sociedades. A esto se debe agregar un interés por dar cuenta de las modalidades de cuidado en 
ámbitos hasta el momento menos conocidos, como la ruralidad o los espacios comunitarios.11

La extensa literatura sucintamente reseñada en los párrafos precedentes indica que la cuestión 
del cuidado continúa siendo importante para numerosos actores. El movimiento de mujeres, 
la academia, los activismos sociales, los organismos internacionales, las entidades públicas y 
hasta las instituciones financieras colocan el acento en la necesidad de ocuparse de las bases 
del bienestar. Está claro que estas aproximaciones pueden ser heterogéneas en cuanto a los 
objetivos que persiguen, el énfasis que se asigna a determinados temas o los marcos ideoló-
gicos desde donde se parte. No obstante, es evidente que el cuidado es un factor clave para 
sociedades que buscan mayor igualdad y bienestar.

Algunos debates en juego

El debate sobre los cuidados se produce en un contexto de avance de grupos fundamentalistas 
y antiderechos que buscan erradicar la perspectiva de género de las políticas públicas en la re-
gión. Para ello, se valen de distintas estrategias, entre las que se encuentra la propagación del 
concepto “ideología de género”. Este constructo tergiversa la teoría de género, presentando sus 
elementos como algo nocivo y amenazador para las familias. Uno de los efectos de esta manio-
bra engañosa es la disputa de las bases conceptuales de las políticas y sistemas de cuidados. 
Objetivos como lograr la meta de la igualdad o redistribuir de modo justo responsabilidades 
pueden quedar borroneados en el contexto de un debate estéril y fraudulento. Otra consecuen-
cia de esta escena podría ser el fortalecimiento de modelos tradicionales, como los que encar-
nan algunas jóvenes “influencers” que reivindican roles estereotipados de género.

Otro aspecto conceptual importante del debate es la crisis de los cuidados debida a las modi-
ficaciones en las estructuras familiares y al envejecimiento de las poblaciones. Estas transfor-
maciones demográficas fueron más evidentes durante la pandemia. En ese momento quedó 
claro que los requerimientos de cuidados de las personas mayores y de las personas sin redes 
familiares extensas suponían la necesidad de abordar los cuidados como un derecho de todas 
las personas más allá de sus circunstancias individuales. Pero en el debate sobre este aspecto 
también inciden voces ultraconservadoras que cuestionan supuestos desajustes familiares de-
bidos a la incorporación de las mujeres al ámbito productivo, lo cual implica una confrontación 
importante entre las miradas sobre los cuidados como responsabilidad colectiva o como una 
cuestión del ámbito privado familiar.

(2023); Ñopo e Hidalgo (2022); Oddone (2020); Oliveira, León Moncada y Terra (2022); Oliveri (2020); Stampini et al. (2020); 
Villalobos Dintrans, Oliveira y Stampini (2022).
11Ver Anzorena, Schwarz y Yañez (2021); Batthyány, Pineda Duque y Perrotta (2024); Consejo Latinoamericano de Ciencias 
Sociales [CLACSO] y ONU Mujeres (2022); Fournier (2022); Giraldo Lezcano (2020); Libertun de Duren (2021); Lloyd-Sher-
lock et al. (2024); Micha y Pereyra (2022); Monje Silva et al. (2022); Pipicano et al. (2021); Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo [PNUD] et al. (2022); Vargas (2020).
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En este marco, como se verá a continuación, si bien la tendencia de los documentos y disposiciones 
de los sistemas internacionales de derechos se orienta a impulsar normativas amplias sobre 
cuidados, a la construcción de sistemas integrales y a la redistribución de la corresponsabilidad 
social entre las familias, los Estados, las comunidades y el sector privado, así como de la corres-
ponsabilidad de género, las normativas e implementaciones en los países dependen, en buena 
parte, de las perspectivas político-ideológicas de los gobiernos. Estos, cuando pertenecen al 
espectro conservador, focalizan sus legislaciones y acciones en colectivos específicos, con un 
enfoque paternalista.

Mandatos, instrumentos, delineamientos, leyes 
y políticas sobre cuidados en la región

El proceso de debate sobre la importancia de los cuidados y de la generación de políticas de 
cuidados en los países de América Latina y el Caribe, que se había iniciado en décadas ante-
riores, también continuó a nivel mundial y regional. La impronta del último quinquenio ha sido 
el aceleramiento en el tratamiento del tema e incluso su priorización a partir de 2020, tanto en 
ámbitos internacionales como nacionales.

Como ya se dijo, esta aceleración probablemente sea consecuencia de las situaciones relativas 
a los cuidados evidenciadas en la pandemia del covid-19. La crisis sanitaria hizo visible lo indis-
pensable de estas tareas y su injusta distribución de género y clase. Ya durante la pandemia y 
luego de su finalización, hubo numerosos estudios sobre el aumento de la carga que implicó 
para las mujeres el incremento de la demanda de cuidados como consecuencia de ajustes al 
interior de los hogares ante las medidas de aislamiento dispuestas en la mayoría de los países 
de la región. Los análisis sobre el acrecentamiento de las responsabilidades a cargo de las mu-
jeres, así como sobre las insuficiencias de servicios de cuidados, se expandieron, al igual que 
las propuestas y acciones de diversos organismos.

A nivel internacional, varios actores clave generaron debates y establecieron lineamientos im-
portantes, tales como la Asamblea General de las Naciones Unidas, la Comisión Interamericana 
de Mujeres (CIM) de la OEA, ONU Mujeres, la CEPAL, la Fundación EU-LAC y la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT). Las estrategias y mandatos se orientan a reducir la carga de 
cuidados, sobre todo la que recae en las mujeres de forma no remunerada; a reconocer y reva-
lorizar los cuidados, comprendiendo su rol clave en la sostenibilidad de la vida y su carácter de 
derecho de todas las personas; a establecer sistemas integrales de cuidados que contemplen 
corresponsabilidades; y a recompensar y representar el trabajo de cuidados remunerado, garan-
tizando condiciones de trabajo decente. En las Américas, la XV Conferencia Regional sobre la 
Mujer de América Latina y el Caribe, realizada en 2022, puso énfasis en los cuidados y colocó el 
tema como eje de la Conferencia a partir del documento de posición La sociedad del cuidado: 
horizonte para una recuperación sostenible con igualdad de género (CEPAL, 2022).

En los países de América Latina y el Caribe hispano, en la mayoría de los veinte que conforman 
la región se han registrado avances sobre el tema. Varios aprobaron leyes o políticas del Poder 
Ejecutivo a nivel nacional o subnacional sobre cuidados. En aquellos donde aún no se cuenta con 
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instrumentos normativos, existe debate y, en buena parte de ellos, se instituyeron mesas o articula-
ciones interinstitucionales con el objetivo de formular la normativa (CEPAL y ONU Mujeres, 2023).

Sin embargo, también hubo retrocesos, como en el caso de Uruguay durante el período 2020-
2025 y en el de Argentina a partir de 2024. En Uruguay, en 2020 se bajó la categoría de la institu-
cionalidad responsable de la política pionera de la región con la fusión de la Secretaría Nacional 
de Cuidados y el Programa Nacional de Discapacidad (PRONADIS). En Argentina, que se encon-
traba en un proceso de avance acelerado de sus políticas de cuidados, se produjo un freno con 
el desmantelamiento de estructuras y programas sociales vinculados a los cuidados.12

Avances en el ámbito internacional

Varios organismos internacionales han emitido instrumentos sobre los cuidados en este pe-
ríodo. En 2021, el Informe de la Comisión de la Condición Social y Jurídica de la Mujer expresó 
su preocupación por el aumento de demanda registrado durante la pandemia de covid-19 y por 
la desigual distribución de los cuidados (párrs. 31, 33 y 46). Además, emitió recomendaciones 
al respecto, que se incluyeron también en sus informes posteriores. El informe de 2024 afirmó 
que una preocupación especial es “la distribución desigual del trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado entre mujeres y hombres y dentro del hogar” (Comisión de la Condición Social 
y Jurídica de la Mujer, 2024, párr. 25). El proyecto de resolución de 2025, por su parte, destaca 
el compromiso de adoptar “medidas más concretas para lograr la aplicación plena, efectiva y 
acelerada de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing y los documentos finales del 
vigésimo tercer período extraordinario de sesiones de la Asamblea General y la dotación de 
recursos para ellos”, sugiriendo, entre otras, la siguiente medida:

b) Reconociendo, reduciendo y redistribuyendo la carga desproporcionada que suponen 
para las mujeres y las niñas el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado pro-
moviendo el reparto equitativo de las responsabilidades entre hombres y mujeres en 
el hogar y promoviendo la conciliación de la vida laboral y personal, entre otras cosas, 
dando prioridad a las inversiones públicas para crear y ampliar los sistemas integrados 
de cuidado, como políticas de licencias para el cuidado de personas, la prestación de 
servicios de cuidados y apoyo durante toda la vida y el reconocimiento, la representación, 
la remuneración y la retribución adecuados de los trabajadores del cuidado (Naciones 
Unidas. Consejo Económico y Social, 2025, párr. 15, inciso b).13

En el ámbito regional, en 2022, la Comisión Interamericana de la Mujer (2022) de la OEA emitió el 
Modelo Interamericano para una Ley de Cuidados y, en noviembre de ese mismo año, como pro-
ducto de la XV Conferencia Regional de la Mujer de la CEPAL (2023), con foco en los cuidados, se 

12La cocina de los cuidados (2025), espacio multisectorial de monitoreo de las políticas de cuidados en Argentina, en su 
cuarto monitoreo de finales de septiembre de 2024, da cuenta de que solo quedaban cinco de cincuenta políticas vincula-
das al cuidado que estaban siendo desarrolladas.

13La propuesta puede encontrarse en el siguiente enlace: https://docs.un.org/es/E/CN.6/2025/L.1
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estableció el Compromiso de Buenos Aires, que es el más importante acuerdo de los países de la 
región para impulsar el tratamiento del tema desde un enfoque de género y derechos humanos.

Como hechos importantes en el ámbito del sistema internacional de derechos humanos, se 
destacan que en 2023, por Resolución aprobada por la Asamblea General de las Naciones Uni-
das del 24 de julio, se proclamó el 29 de octubre como Día Internacional de los Cuidados y el 
Apoyo (CEPAL, 2023); y que ese mismo año Argentina presentó ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, cuyas audiencias públicas se celebraron en 2024, una solicitud de opinión 
consultiva referida a “El contenido y el alcance del derecho al cuidado y su interrelación con otros 
derechos” (Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, 2023). El pedido 
solicita que la Corte determine con mayor precisión los alcances del cuidado como derecho hu-
mano, así como las obligaciones que, al respecto, son exigibles a los Estados, y contó con el apo-
yo de 129 amicus curiae de organizaciones, Estados, organismos internacionales, instituciones 
académicas y organizaciones de la sociedad civil y feministas. En las peticiones se presentaron 
los fundamentos del derecho a cuidar, a recibir cuidado y al autocuidado, y a las particularida-
des que presenta el derecho a cuidar en niños, niñas y adolescentes, personas mayores y con 
discapacidad, con enfermedades o con afectaciones a la salud mental, entre otros aspectos.

La OIT, por su parte, elaboró varios documentos relativos al mundo del trabajo con referencias 
importantes sobre las desigualdades de género vinculadas a los cuidados, tales como la “Resolu-
ción relativa a las desigualdades y el mundo del trabajo” (OIT, 2021b) y el “Llamamiento mundial a 
la acción para una recuperación centrada en las personas de la crisis causada por la Covid-19 que 
sea inclusiva, sostenible y resiliente” (OIT, 2021a), ambos de 2021. La OIT también incluyó el tema 
de los cuidados en su Plan de Acción sobre Igualdad de Género 2022-2025 y, en la 112ª Reunión 
de la Conferencia General (2024), se aprobó una resolución relativa al trabajo decente y la econo-
mía del cuidado. En la resolución se define el alcance del concepto de economía del cuidado y 
se hace referencia a la actual organización social del cuidado, que hace recaer una parte despro-
porcionada del trabajo de cuidado no remunerado sobre las mujeres (OIT, 2024, párrs. 9 y 13).

El contenido central de los documentos emitidos por los organismos internacionales se orienta 
principalmente a los siguientes aspectos:

	y El rol de los cuidados para la priorización de la sostenibilidad de la vida, su revalorización 
y reconocimiento como derecho humano.

	y El reconocimiento de la injusta distribución de los cuidados con la sobrecarga para las 
mujeres de estas tareas, dificultándoles el ejercicio de otros derechos.

	y La importancia de establecer sistemas integrales de cuidados en los países.

	y La necesidad de establecer parámetros de trabajo decente en el área de los cuidados, prin-
cipalmente en lo que respecta a los derechos de las trabajadoras domésticas remuneradas.

	y La inclusión, por parte de la OIT, de dos “R” más a las tres ya existentes de reconoci-
miento, reducción y redistribución: recompensar el trabajo de cuidados remunerado, pro-
moviendo más trabajo y el trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores del 
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cuidado, y garantizar la representación, el diálogo social y la negociación colectiva de las 
trabajadoras y trabajadores del cuidado.

Un instrumento relevante es la herramienta regional ISOQuito, iniciativa de la Articulación Feminista 
Marcosur para el seguimiento de los acuerdos alcanzados en el Consenso de Quito, en agosto 
de 2007, en el marco de la X Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, 
organizada por CEPAL. Este instrumento ha publicado resultados, incluyendo el ranking de paí-
ses con normativas sobre cuidados (Articulación Feminista Marcosur, 2022).

Finalmente, un hecho importante es que en 2021 fue lanzada la Alianza Global por los Cuidados,14 
propuesta por ONU Mujeres y el Gobierno de México, la cual articula a gobiernos, sociedad civil 
y otros actores con el objetivo de desarrollar acciones colectivas de incidencia, comunicación y 
aprendizaje sobre los cuidados.

Avances en normativas de los países

Hasta el año 2020, solo tres países de la región contaban con normativa sobre cuidados: Co-
lombia, con la Ley Marco sobre Economía del Cuidado de 2010; Costa Rica, con su Ley Nacional 
del Cuido y Desarrollo Infantil del año 2014; y Uruguay, el país pionero en América del Sur sobre 
sistemas de cuidados, con su Ley 19.353 del 27 de noviembre de 2015, que crea el Sistema Na-
cional Integrado de Cuidados (SNIC).

Entre 2021 y 2024, la mayoría de los países de la región instituyó o modificó alguna disposición 
relativa a la creación de un sistema de cuidados o a la integralidad de los cuidados, a través de 
leyes o políticas específicas. Además, en varios de los países sin normativas sancionadas ya 
existen proyectos de ley que están en diversos niveles de tratamiento parlamentario, se cuenta 
con la conformación de mesas o articulaciones interinstitucionales responsables de diseñar las 
políticas, o con marcos conceptuales emitidos por algún organismo público.

En el período, y hasta mayo de 2025, cinco países aprobaron normativas nacionales sobre cuida-
dos –Venezuela (2021), Cuba (2022 y 2024), Ecuador (2023), Panamá (2024) y Brasil (2024)– y 
seis cuentan con proyectos de ley ingresados al Congreso, en diferentes etapas de tratamiento 
(Argentina, Chile, México, Paraguay, Perú y República Dominicana).

Así, en 2021 Venezuela aprobó la Ley del Sistema de Cuidados para la Vida. En 2022, Cuba in-
cluyó en la Ley 126/2022 del Código de las Familias disposiciones sobre el cuidado y sobre la 
valoración económica del trabajo doméstico y de cuidado dentro de las familias, y en 2024 apro-
bó el Decreto 109/2024, que establece el Sistema Nacional para el Cuidado Integral de la Vida. 
En 2023, Ecuador sancionó una ley denominada Ley Orgánica del Derecho al Cuidado Humano 
(Asamblea Nacional, 2023), si bien sus disposiciones obvian la integralidad y se refieren casi en 
su totalidad a las licencias de maternidad y paternidad y a los cuidados de hijas e hijos de tra-

14Ver: https://globalallianceforcare.org/es/
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bajadores y trabajadoras. En 2024, Panamá aprobó la Ley 431, que crea el Sistema Nacional de 
Cuidados, y ya en el último mes de ese año, en Brasil se logró la aprobación de la Ley n.º 15.069, 
del 23 de diciembre de 2024, que instituye la Política Nacional de Cuidados.

En cuanto a los países que aún no han sancionado una legislación nacional integral sobre cui-
dados, pero sí han elaborado proyectos de ley al respecto en el período analizado y los han in-
gresado a los órganos legislativos, en Argentina fue remitido al Parlamento el proyecto de ley “Cuidar 
en Igualdad” en 2022 y en Chile fue presentado al Congreso, en 2024, el proyecto de ley que reconoce 
el derecho al cuidado y crea el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados, el cual se encuentra en 
el segundo trámite constitucional. Por su parte, en México, la Cámara de Diputados aprobó dos 
proyectos relativos al cuidado: una propuesta de cambio constitucional en 2021 y una propues-
ta de incorporación del derecho al cuidado en la Ley General de Desarrollo en 2024; pero ambos 
siguen sin tratamiento en el Senado. En Paraguay, el proyecto de ley para la creación el Sistema 
Nacional de Cuidados (SINACUP) fue presentado a la Cámara de Diputados en diciembre de 
2021, y en Perú, en 2022, fue presentado al Congreso el proyecto de ley n.º 2.735, de Recono-
cimiento del Derecho al Cuidado y de Creación del Sistema Nacional de Cuidados (SNC). Final-
mente, a fines de 2024, en República Dominicana se presentaron al Congreso dos proyectos de 
ley sobre cuidados, ingresados por diferentes grupos parlamentarios.

Por otra parte, aun sin leyes integrales, varios países cuentan con decretos presidenciales o 
resoluciones ministeriales que aprueban políticas de cuidados: Chile, Costa Rica, El Salvador y 
Paraguay. En Chile, la política Chile Cuida, que existe desde 2015, se transformó en la Política 
de Apoyos y Cuidados, que presentó su primer Plan de Acción 2025-2026 en el mes de marzo 
de 2025 (Gobierno de Chile, 2025). En Costa Rica, fue emitido en 2021 el decreto presidencial 
de “Oficialización y declaratoria de interés público de la Política Nacional de Cuidados 2021-
2031 hacia la implementación progresiva de un sistema de apoyo a los cuidados y atención a la 
dependencia (PNC 2021-2031) y su plan de acción 2021-2023” (Decreto 42878-MP-MDHIS). El 
Salvador, por su parte, emitió en 2022 la Política Nacional de Corresponsabilidad de los Cuida-
dos. Y en Paraguay, en el año 2022 se emitió la Política Nacional de Cuidados (PNCUPA), cuyo 
primer Plan de Acción 2025-2030 fue aprobado en abril de 2025.

Además, en relación con cambios normativos que significaron avances en países que ya tenían 
algunas disposiciones nacionales, cabe destacar el caso de Colombia con el Decreto 1.228 de 
2022, “Por medio del cual se crea la Comisión Intersectorial de la Política Nacional de Cuidado y 
se dictan disposiciones para su funcionamiento”, cuyo objetivo es la coordinación y articulación 
intersectorial para la implementación de la Política Nacional de Cuidado”; la aprobación en 2023 
de la Ley n.° 2.281, mediante la cual se crea el Ministerio de Igualdad y Equidad y se dictan otras 
disposiciones, y en cuyo artículo 6 se establece la creación del Sistema Nacional de Cuidados; y 
la aprobación de la Política Nacional de Cuidado por parte del Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social (CONPES) en febrero de 2025. Por otra parte, en 2021 Costa Rica aprobó la Ley 
n.° 9.941 para la reactivación y reforzamiento de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil.

A la normativa nacional y/o integral se suman modificaciones de disposiciones relativas a sec-
tores con necesidades específicas de cuidados, como la primera infancia o las personas adul-
tas mayores, y normas o iniciativas de nivel subnacional, como sucede en municipios de Bolivia, 
Brasil, Colombia o México. Algunas de ellas son las siguientes:
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	y Bolivia. En 2023 se aprueban la Ley municipal de cuidados (C.I. n.º 1861/2023), de la 
ciudad de Tarija y la provincia Cercado, así como la Política Pública Plurinacional para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infancia, “Contigo desde tus Inici0-5”.

	y Brasil. Desde el 2022, en Belém do Pará se debate sobre la creación de un sistema mu-
nicipal de cuidados, y se ha conformado, por decreto, un Comité Municipal de Cuidados 
con representación de la alcaldía y de organizaciones de la sociedad civil, con presencia 
de ONU Mujeres como entidad observadora.

	y Colombia. Al caso de Bogotá, que ya estableció en 2020 sus “Manzanas de Cuidados”, se 
sumó en 2025 la gobernación del departamento de Cundinamarca, que lanzó la primera 
fase del Sistema Departamental del Cuidado.

	y México. Entre 2021 y 2024 se avanzó en sistemas de cuidados en varios municipios. En 
2021, el municipio de Zapopan, Jalisco, implementó el Sistema Integral de Cuidados para 
las Personas en Situación de Dependencia; en 2023, se instaló el Comité Directivo para el 
Sistema Municipal de Cuidados en Monterrey; y en 2024, se instaló la Comisión del Siste-
ma Estatal de Cuidados en Nuevo León, se creó el Sistema Estatal de Cuidados de Jalisco 
y se presentó un proyecto de ley junto con un sistema de cuidados de la Ciudad de México.

Hasta 2024, solo tres países no contaban con iniciativas estatales específicas sobre sistemas 
integrales de cuidados, ni se habían identificado iniciativas en gobiernos subnacionales: Gua-
temala, Haití y Nicaragua. No obstante, en Guatemala había una plataforma de la sociedad civil 
que impulsaba el debate y los diálogos sobre el tema, propiciados por organismos internaciona-
les (PNUD Guatemala, 2024). Desde febrero de 2025, Guatemala empezó a desarrollar la Política 
Nacional de Cuidados y cuenta con una Mesa Estratégica de Cuidados que está desarrollando 
un análisis de brechas y del costo de la implementación de la política.

Finalmente, en la mayoría de los países existen mesas interinstitucionales del sector público o 
entre el sector público y la sociedad civil, responsables de elaborar la política o de su implemen-
tación, o plataformas de la sociedad civil que trabajan de forma cercana con entidades públicas 
de diferentes noveles, como es el caso de Bolivia.

La situación de los países con relación a las normativas y el resumen de la situación de la 
normativa y de políticas puede verse en la Tabla 1, cuya nota metodológica se encuentra en el 
Anexo 1 de este artículo.
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Tabla 1. Estado de normativa y políticas de cuidados en los países

Con ley 
nacional 

sobre 
cuidados

Con proyecto 
de ley sobre 

cuidados en el 
Parlamento

Con legislación 
municipal 

sobre cuidados

Con política 
de cuidados 
emitida por 
órgano del 

Poder Ejecutivo

Con política 
de cuidados 

en proceso de 
elaboración

Con mesas 
interinstitucionales o 
intersectoriales sobre 
políticas de cuidados

Argentina X X15

Bolivia X X X16

Brasil X X17

Chile X X X18

Colombia X X X19

Costa Rica X X X20

Cuba X

Ecuador X

El Salvador X X X21

Guatemala X X22

Haití

Honduras X X23

México .X X X24

Nicaragua

Panamá X X25

Paraguay X X X26

Perú X X27

República 
Dominicana

X X28

Uruguay X X29

Venezuela X

Fuente: Elaboración propia.

15La articulación se denomina Mesa Interministerial de Políticas de Cuidados (Argetina.gob.ar, s.f.).
16En Bolivia funciona la Plataforma Nacional de Corresponsabilidad Social y Pública del Cuidado, que reúne a organizacio-
nes de la sociedad civil que trabajan para impulsar la creación de un sistema de cuidados.
17La articulación se denomina Mesa Interministerial de Cuidados.
18Se denomina Mesa Interministerial de Políticas de Cuidados.
19Comisión Intersectorial de la Política Nacional de Cuidado.
20La Mesa Interinstitucional de Trabajo de la Política Nacional de Cuidados 2021-2031 se creó el 9 de abril de 2021, a tra-
vés del Decreto Ejecutivo n.° 42878-MP-MDHIS.
21La Comisión Interinstitucional de Cuidados se instaló en 2024 (Ministerio de Cultura, 2024).
22Mesa Estratégica de Cuidados (Ministerio de Desarrollo Social, 2025).
23Mesa Técnica de Cuidados/Gabinete de Cuidados (Secretaría de Desarrollo Social, 2024).
24En enero de 2025 se instala la mesa interinstitucional Hacia una sociedad de cuidados en México (Gobierno de México, 2025).
25Por Decreto Ejecutivo de mayo de 2019 se crea la Mesa Nacional de Cuidados.
26El Grupo Interinstitucional Impulsor de las Políticas Públicas de Cuidado fue formalizado en 2019 por Decreto Presiden-
cial n.° 1783/2019
27Ver Defensoría del Pueblo (2025).
28Ver Mesa Intersectorial de Cuidados (Presidencia de la República Dominicana, 2022).
29Junta Nacional de Cuidados.
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Las dificultades y los retrocesos

Aunque resulta indudable que hay un avance en todos los países en el camino hacia políticas 
y sistemas de cuidados integrales, también se hace evidente que en los países donde grupos 
conservadores y ultraconservadores han accedido a los gobiernos se han adoptado medidas 
que ponen freno a los procesos de implementación. Esto sucede en Argentina y, hasta hace 
poco, también en Uruguay, con desfinanciamiento de políticas vinculadas a los cuidados o con 
desjerarquización de las entidades responsables.

En Argentina, el Informe de La cocina de los cuidados afirma: “sólo quedan vigentes 5 de 50 po-
líticas de cuidados. El 90% fue recortado, desmantelado, derogado o está en riesgo” (2025, párr. 
1). Esto sucede, paradojalmente, cuando en marzo de 2024 se realizó una audiencia pública en 
el marco de una respuesta de la CIDH a la solicitud de opinión consultiva presentada por ese 
país en 2023 (Argentina.gob.ar, 2023). Dicha solicitud tenía como objetivo que el tribunal inter-
nacional se pronunciara sobre el contenido y el alcance del cuidado como derecho humano, así 
como sobre su interrelación con otros derechos económicos, sociales, culturales y ambienta-
les. Argentina fue el primer país en enviar una solicitud de opinión consultiva ante el organismo 
internacional sobre esta temática, con el objetivo de promover una agenda de trabajo e impulsar 
políticas públicas en esta dirección.

En Uruguay, el gobierno anunció en 2020 la fusión de la Secretaría Nacional de los Cuidados y 
del Programa Nacional de Discapacidad, lo que se concretó en el siguiente presupuesto público.

Como ya se ha señalado, estos casos son ejemplos sobre cómo el cuidado, el derecho al cuida-
do y las políticas, así como los sistemas de cuidados, configuran un campo de disputas, donde 
nada puede darse por permanentemente instalado. Como sucede con cada derecho humano, el 
reconocimiento, las garantías y su realización requieren de un ejercicio ciudadano permanente 
para defender los avances, ampliar los alcances y expandir el ejercicio por parte de las perso-
nas, sin distinciones.

El impulso desde la sociedad civil

Es indudable que la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, adoptadas en 1995, fueron un 
hito relevante para ir desarrollando la temática de cuidado como campo de derechos y de acciones. 
Pero, antes de dicho hito, el movimiento feminista y las mujeres organizadas en diversos puntos 
del planeta llevaban ya décadas señalando las injusticias y limitaciones marcadas por la injusta 
distribución de los trabajos productivos y reproductivos y de las responsabilidades en lo público y lo 
privado. Es importante señalarlo porque el campo del derecho al cuidado es un ejemplo patente 
y actual sobre cómo un tema que antes estaba oculto por la naturalización de las desigualdades 
pasa a estar en el centro de la agenda pública y de los debates internacionales y nacionales.

Para que esto suceda, fue y es fundamental la labor de las organizaciones de base, de las redes 
y organizaciones nacionales, regionales e internacionales, constituidas por feministas, mujeres 
organizadas por diversos motivos y activistas de movimientos sociales. Es un camino que inicia 
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con la reflexión crítica sobre las razones de las limitaciones y discriminaciones y que, de a poco, 
va conformando una nueva comprensión compartida sobre estos problemas, que pasan así a la 
esfera pública y son tratados en diferentes niveles donde se instituyen las normas, las políticas, 
los compromisos nacionales e internacionales. Esta labor incesante desde la sociedad civil or-
ganizada debe ser reconocida como un impulso fundamental para los cambios sociales, entre 
ellos el paso del cuidado como un asunto privado a una responsabilidad compartida y como un 
tema debatido en todas las esferas de poder y decisión.

Temas y actoras, visiones y perspectivas

Si bien es imposible dar cuenta de la diversidad de aportes realizados desde la sociedad civil en 
torno al cuidado, por razones de tiempo y espacio, deseamos señalar como ejemplos algunos 
de los enfoques y debates enfatizados desde las iniciativas y acciones de la sociedad civil:

	y La necesidad de incluir perspectivas claves para el análisis y la acción en torno al de-
recho al cuidado. Una de estas perspectivas es el antirracismo y la lucha en contra de 
las discriminaciones étnicas, que permite visualizar cómo las desigualdades en torno al 
cuidado tienen vínculos con el racismo estructural y con el pasado esclavista y colonial 
de gran parte de las sociedades latinoamericanas. La actoría de las organizaciones de 
mujeres afrodescendientes y de indígenas es fundamental para visualizar esto (ONU Mu-
jeres, 2022). Otra perspectiva es la de clase, contemplando las desigualdades económi-
cas, puesto que no puede desvincularse el déficit de cuidados y la sobrecarga de tareas 
de cuidado mal reconocidas y mal remuneradas de la situación de pobreza que afecta a 
muchas de las mujeres que protagonizan el trabajo de cuidado. Una perspectiva más es 
la territorial y comunitaria, que plantea el reconocimiento de las especificidades locales 
y el fomento de la participación activa de actoras y actores de los territorios y de las co-
munidades, con el objeto de garantizar una respuesta más efectiva y contextualizada a 
las necesidades de cada población específica (Falú y Pérez Castaño, 2024). Es relevante 
al respecto el reconocimiento y la valoración de las estrategias y modalidades puestas 
en marcha por las comunidades a fin de satisfacer necesidades de cuidado hasta hace 
poco no contempladas como foco de políticas públicas (Fraga, 2022). Igualmente, la 
perspectiva ecologista y la relación del cuidado de la vida con el cuidado del ambiente, 
así como la protección de los territorios y la atención a los espacios urbanos y rurales, 
están presente en la labor de diversos movimientos sociales, en especial los de mujeres 
campesinas, pobladoras de barrios y comunidades de base, así como en las activistas 
del feminismo comunitario y del ecofeminismo, entre otras.

	y La importancia y actoría de las trabajadoras del hogar como protagonistas del cuidado es 
un aspecto que ha sido enfatizado desde diversas organizaciones sindicales y asociacio-
nes del sector (Federación Internacional de Trabajadores del Hogar, 2024). Esta relación 
relevante ha sido señalada sobre todo en contraposición a enfoques utilitaristas de las 
políticas de cuidados, vistas más como aporte a la productividad económica y menos 
como derecho que incluye el de trabajo decente para quienes realizan trabajo de cuidado 
(de manera directa o indirecta) remunerado en hogares ajenos (Asociación para los De-
rechos de las Mujeres y el Desarrollo, 2023). Por otra parte, la relevancia dada al cuidado 
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como trabajo de valor preponderante en la sociedad, sin contemplar al trabajo doméstico 
no vinculado al cuidado de personas de manera directa, deriva en una cierta jerarquía des-
igual entre trabajadoras domésticas y trabajadoras del cuidado. Es necesario atender a fin 
de colocar en su justa dimensión la relevancia de los cuidados indirectos y de todas las 
tareas de las trabajadoras domésticas como protagonistas de las políticas de cuidado.

	y El vínculo de las políticas de cuidado con el acceso a otros derechos, en especial los la-
borales, el acceso a salud, a educación y a vivienda, entre otros. Las políticas de cuidado 
ganan protagonismo, al tiempo que en varios países se ve limitado el acceso a estos otros 
derechos, o incluso se plantean retrocesos con respecto a derechos ya reconocidos.30 
Desde diversos sectores activistas de mujeres se ha señalado la necesidad de una pers-
pectiva integral con relación a todos los derechos, y se advierte que los déficits de cuida-
do no pueden ser desligados de la falta de acceso a otros derechos. En la medida en que 
se reducen las prestaciones estatales a la salud, por ejemplo, son los sectores más afec-
tados por las desigualdades quienes más lo sufren, generando una mayor necesidad de 
cubrir las necesidades con arreglos familiares de los que, frecuentemente, se hacen cargo 
las mujeres. A la vez, siendo el trabajo de cuidados remunerado en hogares de terceros 
muchas veces discriminado y precarizado –con alta inserción de mujeres migrantes, con 
escasos ingresos y racializadas–, se profundiza el círculo de pobreza asociada al cuidado.

	y Un tema crucial es el relativo al vínculo entre cuidados y migraciones, uno de los nudos 
fundamentales que refleja no solo la desigualdad entre las personas, sino también las 
desigualdades territoriales, tanto dentro de los países como entre países y regiones del pla-
neta. Al respecto, el análisis de las cadenas globales de cuidado ha sido un foco de especial 
atención desde la economía feminista y en diversos ámbitos académicos y del activismo 
social.31 En el Diálogo Prospectivo realizado por ONU Mujeres en 2025, con organizaciones 
lideradas por mujeres migrantes y refugiadas, así como con organizaciones que trabajan 
en la defensa de los derechos humanos de las personas en situación de movilidad huma-
na, se destacó la ausencia de políticas públicas que reconozcan la sobrecarga de cuidados 
que afrontan y la falta de disponibilidad de servicios y enfoques de respuesta que permi-
tan una redistribución equitativa de los cuidados y que contemplen las necesidades par-
ticulares de las personas con discapacidad. Se destacó que las dificultades que afrontan 
para acceder a los servicios de salud en el trayecto y en los países de destino, así como 
a mecanismos para garantizar sus derechos sexuales y reproductivos, se convierten en 
factores que incrementan las cargas de cuidado a las que ya se encuentran expuestas. 
Además, se señaló la existencia de vacíos en la recolección de datos, por ejemplo, en 
censos nacionales, que permita cuantificar de forma precisa y comparable el impacto de 
las cargas de cuidado en las mujeres en movilidad humana (ONU Mujeres, 2025).

30Un ejemplo es el Paraguay, donde existe y se está impulsando, aunque de manera muy inicial, una Política Nacional de 
Cuidados. Sin embargo, hay debates sobre la idea de eliminar derechos como el de la estabilidad laboral.

31Ver, por ejemplo, Orozco (2007), así como los estudios sobre cadenas globales de cuidado en España y América Latina 
de Molano Mijangos, Robert y García Domínguez (2012).
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Estos debates relevantes forman parte del foco de la labor de diversas organizaciones en la re-
gión y permiten visualizar el gran impulso social detrás de las discusiones de alto nivel y de los 
avances a nivel de los países. Sobre todo, representan el interés social en extender la inclusión 
y profundidad de los debates.

Conclusiones

El panorama de los cuidados en los países latinoamericanos es alentador y, sin dudas, puede 
afirmarse que, en las primeras tres décadas del siglo XXI, se ha perfilado y dado cuerpo a un 
conjunto importante de ideas, reflexiones, conocimientos, leyes y normas de diverso rango, así 
como a políticas y acciones desde los Estados, además de propuestas y compromisos inter-
nacionales e intergubernamentales. Es difícil indicar un punto preciso de inicio de este gran 
movimiento que se orienta hacia el establecimiento de una sociedad donde los cuidados sean 
prioridad, hacia una “sociedad del cuidado”, como expresa el compromiso de los gobiernos de 
la región en el Compromiso de Buenos Aires, en el marco de la XV Conferencia Regional sobre 
la Mujer de América Latina y el Caribe (2023).

En el mundo y en la región, desde los ámbitos multilaterales se ha hecho hincapié en el último 
quinquenio en el reconocimiento de la desigual distribución de género de los cuidados y en la 
necesidad de generar políticas y sistemas integrales de cuidados. Diversos países e instancias 
internacionales, en distintos niveles, se han pronunciado al respecto siguiendo esa tendencia. 
En los últimos cinco años, la mayoría de los veinte países de la región ha generado instrumentos 
normativos o de políticas relativos a los cuidados, a nivel nacional o subnacional.

La orientación de los instrumentos internacionales y de la mayoría de los instrumentos naciona-
les incluye el reconocimiento del derecho al cuidado de las personas que los requieren, de las 
personas cuidadoras y del autocuidado, así como el trabajo decente en el área de los cuidados. 
Desde el trabajo de la sociedad civil, se ha continuado enfatizando la inclusión de los enfoques 
de género interseccionales, antirracistas, ecologistas, territoriales y comunitarios, así como la 
consideración de las desigualdades de clase en las políticas y sistemas integrales de cuidados. 
Además, se destaca la inclusión de las trabajadoras domésticas y de cuidados, especialmente 
de las migrantes, como actoras fundamentales, junto con un énfasis en el vínculo entre el dere-
cho al cuidado y el acceso a políticas sociales y a todos los derechos.
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Anexo 1. Nota metodológica 
sobre categorización de 
países según situación de 
normativas y políticas

Situación de normativas y 
políticas Variables analizadas

Con ley nacional sobre cuidados Ley nacional específica sobre cuidados 
sancionada.

Con proyecto de ley sobre cuidados 
ingresado al Parlamento

Proyecto de ley nacional específico sobre cuidados 
ingresado al Parlamento.

Proyecto de modificación de constituciones o 
leyes nacionales para incorporar capítulo(s) sobre 

cuidados ingresado al Parlamento.

Con legislación subnacional sobre 
cuidados

Leyes de los estados o provincias sobre cuidados.
Ordenanzas departamentales sobre cuidados.

Ordenanzas municipales sobre cuidados.

Con política de cuidados emitida por 
órgano del Poder Ejecutivo

Decretos y órdenes presidenciales que establecen 
políticas de cuidados.

Resoluciones ministeriales que establecen 
políticas de cuidados.

Con política de cuidados en elaboración Con avances en la elaboración de políticas de 
cuidados.

Con mesas interinstitucionales o 
intersectoriales sobre políticas de 

cuidados

Mesas o articulaciones interinstitucionales del 
sector público con mandato de elaborar políticas 

de cuidados.
Mesas o articulaciones interinstitucionales del 
sector público y la sociedad civil con mandatos 

de elaboración o implementación de políticas de 
cuidados.

Mesas o articulaciones de la sociedad civil que 
impulsan políticas de cuidados.
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Anexo 2. Avances en 
las normativas sobre 
cuidados a partir de 2020 
hasta mayo de 2025

País Avances Leyes/políticas nacionales y subnacionales 
aprobados o en debate

Argentina Sí

2023. Creación y ampliación del programa “Registradas” para 
formalizar el trabajo de empleadas domésticas

2022. Se remite al Parlamento proyecto de ley Cuidar en 
igualdad - Sistema Integral de Políticas de Cuidados de 

Argentina (SINCA)

2021. Se establece el Programa de Infraestructura del 
Cuidado. Resolución 252/202 del. Ministerio de las Mujeres, 

Género y Diversidades

2021. Se sanciona la Resolución de aumento de los subsidios del 
Plan Nacional de Primera Infancia del Ministerio de Desarrollo 

Social

2021. Se establece el Programa Casa Activa por Convenio 
entre el Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat de la 

Nación (MDTyH) y el Instituto Provincial de la Vivienda

Bolivia Sí

2023. Se aprueba la Ley Municipal de Cuidados (CI n.º 
1861/2023), de la ciudad de Tarija y la provincia Cercado

2023. Política Pública Plurinacional para el Desarrollo Integral 
de la Primera Infancia, “Contigo desde tus Inici0-5” (julio de 

2023)

2021. Decreto Supremo n.° 4.589 sobre afiliación de las 
trabajadoras o trabajadores asalariados del hogar ante la Caja 

Nacional de Salud
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Brasil Sí

2024. Ley n.º 15.069, que Instituye la Política Nacional de 
Cuidados(23 de diciembre de 2024)

2023. Decreto n.° 11.460, que instituye el Grupo de Trabajo 
Interministerial, cuya finalidad es elaborar la propuesta de la 

Política Nacional de Cuidados y la propuesta del Plan Nacional 
de Cuidados en Brasil

2020. Ley n.° 13.982. Modifica la Ley n.° 8.742, que establece 
parámetros adicionales para caracterizar la situación de 

vulnerabilidad social a los efectos de la elegibilidad para el 
beneficio de prestación continua (BPC)

Chile Sí

2024. Presentación al Parlamento del proyecto de ley que 
reconoce el derecho al cuidado y crea el Sistema Nacional de 

Apoyos y Cuidados

2023. Norma General CVE 2280369 que crea el Consejo 
Asesor Presidencial, de carácter interministerial, para la 

elaboración de la Política Nacional e Integral de Cuidados

2022. Ley n.° 21.375/2022. Tiene por finalidad reconocer, 
proteger y regular, sin discriminación alguna, el derecho de las 
personas que padecen una enfermedad terminal o grave a una 

adecuada atención de salud

2021. Ley n.° 21.380 que modifica el art. 5° bis de Ley n.° 
20.584, que regula los derechos y deberes que las personas 

tienen en relación con acciones vinculadas a su atención 
de salud, incorporando a los cuidadores y cuidadoras 

de personas como titulares del derecho a ser atendidos 
preferente y oportunamente por cualquier prestador de 

acciones de salud

2021. Resolución dictada por el Servicio Electoral de Chile 
que determina que desembolsos efectuados por candidatos 
y candidatas por el cuidado de niños, niñas, adolescentes y 

adultos mayores podrán ser gastos de campaña

2020. Ley n.° 21.269. Incorpora a los trabajadores de casa 
particular al Seguro de Desempleo de la Ley n.° 19.728, con 
financiamiento de un 3 % de las remuneraciones imponibles 

de cargo del empleador, sin distinguir la duración del contrato

2020. Ley n.° 21.260, que modifica el Código del Trabajo para 
posibilitar el trabajo a distancia o teletrabajo de la trabajadora 
embarazada, en caso de estado de excepción constitucional 

de catástrofe, por calamidad pública, con ocasión de una 
epidemia o pandemia a causa de una enfermedad contagiosa
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Colombia Sí

2025. Aprobación de la Política Nacional de Cuidado por parte 
del Consejo Nacional de Política Económica y Social (febrero 

de 2025)

2024. Programa Nacional de Cuidados del Ministerio de 
Igualdad y Equidad32

2023. Hoja de ruta para avanzar en la implementación del 
Sistema Nacional de Cuidado (8 de septiembre de 2023)

2023. Ley n.° 2.281 (artículo 6). Crea el Sistema Nacional de 
Cuidado (4 de enero de 2023)

2023. Ley n.° 2.297. Crea el Sistema de Cuidados de las 
Personas con Discapacidad

2022. Política Nacional de Cuidado - documento para revisión 
y validación

2022. Creación de la Comisión Intersectorial de la Política 
Nacional de Cuidado por Decreto n.° 1.228

2020. Sistema Distrital de Cuidado de Bogotá, que articula 
servicios de cuidado y establece las “manzanas de cuidado”

2020. Decreto n.° 237 de la Alcaldía Mayor de Bogotá, por 
medio del cual se crea la Comisión Intersectorial del Sistema 

Distrital de Cuidado (30 de octubre de 2020)

Costa Rica Sí

2022. Ley n.°10.192, crea el Sistema Nacional de Cuidados y 
Apoyos para Personas Adultas y Personas Adultas Mayores en 

Situación de Dependencia

2021. Mesa Interinstitucional de Trabajo de la Política 
Nacional de Cuidados 2021-2031 (9 de abril de 2021)

2021. Ley n.° 9.941 de reactivación y reforzamiento de la Red 
Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil

2021. Decreto n.º 42878-MP-MDHIS, que oficializa y declara 
de interés público la Política Nacional de Cuidados 2021-2031 

y su plan de acción 2021-2023

2021. Política Nacional de Cuidados 2021-2031

32Se puede ver más en: https://www.minigualdadyequidad.gov.co/programa-nacional-cuidado
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Cuba Sí

2024. Aprobación del el Decreto n.° 109/2024 “Sistema 
Nacional para el Cuidado Integral de la Vida”

2022. Código de las familias. Reconoce el derecho a “la 
distribución equitativa del tiempo destinado al trabajo 

doméstico y de cuidado entre todos los miembros de la 
familia, sin sobrecargas para ninguno de ellos” (art. 4) y se 

reconoce el valor económico del trabajo de cuidados (art. 212)

Ecuador Sí

2023. Ley Orgánica del Derecho al Cuidado Humano (12 de 
mayo de 2023)

2019. Sistema “Cuidando Vidas” - Sistema de Cuidado del 
Guayas

El Salvador Sí

2024. Comisión Interinstitucional de Cuidados

2022. Política Nacional de Corresponsabilidad de los 
Cuidados 2022-2030

2020. Política Nacional de Apoyo al Desarrollo Infantil 
Temprano Crecer Juntos 2020-2030

Guatemala Sí

2025. Elaboración de la Política Nacional de Cuidados de 
Guatemala e instalación de una mesa estratégica nacional 

que está desarrollado un análisis de brechas y el costeo de la 
política

Haití No

Honduras Sí 2024. Grupo Interinstitucional para diseñar una Política de 
Trabajo Doméstico y de Trabajos No Remunerados

México Sí

2025. Instalación de la mesa interinstitucional “Hacia una 
sociedad de cuidados en México”

2024. Reforma a la Ley General de Desarrollo Social donde 
se prevé el Sistema Nacional de Cuidados aprobada por la 

Cámara de Diputados

2024. Creación del Sistema Estatal de Cuidados de Jalisco

2024: Instalación de la Comisión del Sistema Estatal de 
Cuidados en Nuevo León

2023. Instalación del Comité Directivo para el Sistema 
Municipal de Cuidados en Monterrey

2021: Reglamento del Sistema Integral de Cuidados para 
las Personas en Situación de Dependencia del Municipio de 

Zapopan, Jalisco

Nicaragua No
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Panamá Sí

2024. Ley n.° 431, que crea el Sistema Nacional de Cuidados

2023. Presentación de proyecto de ley que crea el Sistema 
Nacional de Cuidados a la Asamblea

2021. Ley n.° 228/2021, que crea el Programa Casa de Día para 
las Personas Adultas Mayores

Paraguay Sí

2025. Se aprueba el Plan de Acción de la Política de Cuidados

2023. Se crea la Comisión Interinstitucional de Cuidados

2022. Se aprueba, por parte del Poder Ejecutivo, la Política 
Nacional de Cuidados del Paraguay (PNCUPA)

2021. Se presenta al Parlamento el proyecto de ley que crea el 
Sistema Nacional de Cuidados (SINACUP)

2020. Se sanciona la Ley n.° 6.486 de promoción y protección 
del derecho de niños, niñas y adolescentes a vivir en familia. 

Regula la aplicación de medidas transitorias de cuidados 
alternativos para niños, niñas y adolescentes que se 

encuentren en situación de desamparo, hasta tanto se defina 
su situación definitiva y la institución jurídica de la adopción 

como medida de carácter excepcional de protección

Perú Sí

2022. Proyecto de ley n.º 2735 de Reconocimiento del 
Derecho al Cuidado y de Creación del Sistema Nacional de 

Cuidados (SNC) presentado al Congreso

2021. Resolución Ministerial 170-2021-MIMP, que aprueba el 
marco conceptual sobre cuidados

República 
Dominicana

Sí

2024. Se presentan al Parlamento dos proyectos de ley sobre 
cuidados

2022. Diez instituciones conforman la Mesa Intersectorial de 
Cuidados

2021. Programa Supérate, con el componente f) cuidados. 
Aprobado por Decreto presidencial n.° 377-21

Uruguay Sí

2021. Ley n.° 20.000, que otorga subsidios por maternidad y 
por paternidad para trabajadores de la actividad privada

2021. Ley n.º 19.978 que regula el teletrabajo

2021. Resolución 134/21, que crea un régimen especial 
de subsidio por desempleo para trabajadores del servicio 

doméstico

Venezuela Sí 2021. Ley de Sistema de Cuidados para la Vida
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Violencia contra las mujeres 
por razones de género en 
América Latina y el Caribe: 
aproximaciones para un 
balance del período 2020-2025
Martha Patricia Castañeda Salgado

Presentación

El presente capítulo se centra en aproximaciones a un balance sobre la situación de la violen-
cia contra las mujeres por razones de género que se sigue manifestando en América Latina y 
el Caribe, teniendo como horizonte el 30 aniversario de la Declaración y Plataforma de Beijing 
(Beijing+30). Los puntos de referencia para ello son, por un lado, la Agenda 2030 y, por otro, el 
derecho de las mujeres a vivir vidas libres de violencia, cualquier que sea su condición socioe-
conómica, étnica, racial, física, etaria, religiosa o política, establecido en el artículo 3 de la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (1994). 
Ambos son marcos de referencia para los gobiernos que las suscribieron, al mismo tiempo que 
concreciones y horizontes aspiracionales para quienes apuntamos hacia una transformación 
radical del actual estado de cosas.

La Agenda 2030 (aprobada en 2015) reúne los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), que 
configuran la “hoja de ruta” para avanzar hacia una transformación sustantiva de las socieda-
des, tanto a lo interno como en sus relaciones con el ambiente. El ODS número 5 está centrado 
en la igualdad de género, concebida como un “derecho humano fundamental” y como “uno de 
los fundamentos esenciales para construir un mundo pacífico, próspero y sostenible” (ONU, 
s.f.). Este objetivo se enunció como “[l]ograr la igualdad de género y empoderar a todas las mu-
jeres y las niñas” (ONU, 2015, pp. 16, 20-21) a través de, entre otras acciones, eliminar todas las 
formas de violencia que se ciernen sobre ellas.

El avance en esa dirección ha sido lento y discontinuo. Distintas entidades internacionales han 
hecho llamados constantes a los gobiernos, a las empresas privadas, a las organizaciones de la 
sociedad civil y a la sociedad en su conjunto para impulsar las acciones necesarias, hasta ahora 
sin el eco suficiente. A las dificultades nacionales e internacionales se sumó la pandemia de 
covid-19, que al menos durante 2020 y 2021 trajo consigo una cauda de imponderables cuyas 
consecuencias se siguen sintiendo hoy en día.
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En esas condiciones, este capítulo se asienta en lo expuesto en el informe Avances y desafíos 
pendientes de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing en el contexto de la recuperación 
de la crisis por Covid-19 (CLACO, OXFAM LAC y ONU Mujeres, 2022), a la vez que intenta abordar 
las situaciones novedosas que se han suscitado de 2022 a la fecha, las cuales permiten vislum-
brar la tensión entre avances, estancamientos y retrocesos en las políticas de igualdad de género 
y, por lo tanto, en las acciones destinadas a erradicar las múltiples formas de violencia de género 
que se ejercen en contra de las mujeres. El interés central es hacer un recuento de las tenden-
cias que se observan en la región latinoamericana y caribeña durante ese período en materia de 
violencia contra las mujeres por razones de género, a través de algunas de sus manifestaciones.

Para realizar esta aproximación, parto de una consideración epistemológica y metodológica bá-
sica: la violencia que se ejerce contra las mujeres por razones de género no se puede entender 
en sí misma, sino: a) en estrecha vinculación con los procesos socioeconómicos, políticos y 
culturales que permiten su permanencia y reproducción; b) en relación con la violencia genera-
lizada en todas sus manifestaciones, incluida la violencia estructural.

Para documentar las tendencias que se expondrán más adelante, recurrí a la revisión de do-
cumentos emitidos por organismos internacionales, de los aportes de académicas y analistas 
feministas, así como de las críticas de organizaciones de mujeres y feministas que interpelan 
la gobernanza desde la sociedad civil, con prioridad en la revisión de trabajos publicados entre 
2022 y 2024 que abordan la temática a nivel de la región.

Las aproximaciones conceptuales en torno a la violencia que se ejerce en contra de las mujeres 
tienen una historia, la cual se asienta en definiciones académicas, legales y de política pública. 
En el ámbito académico, el concepto de violencia de género33 es una contribución feminista 
que destaca la articulación del género con la desigualdad generalizada, la discriminación y el 
ejercicio del poder de dominio. Desde la perspectiva feminista, se trata de una noción amplia y 
dinámica de la violencia, que incluye todas sus manifestaciones –cambiantes en sí mismas, de 
la misma forma en que las modificaciones en el contexto traen consigo cambios en las formas 
de conceptualizar, distinguir y actuar en relación con ellas–, las cuales suelen ser ejercidas de 
forma articulada. Al mismo tiempo, actúa como un eje que articula sus propias modalidades 
(física, sexual, emocional, económica, digital, feminicida) con las múltiples expresiones de la 
violencia estructural, económica y ambiental. Es decir, se configura como una bisagra entre 
ellas que adquiere concreción en el cuerpo y la vida de las mujeres.

En materia de definiciones legales y de política pública, la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979), en el ámbito mundial, y la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer/Conven-
ción de Belém do Pará (1994), en el ámbito latinoamericano, son dos hitos fundamentales en 
relación con la definición de la violencia de género contra las mujeres. A partir de ambas, se 

33Son numerosas las publicaciones que abordan la trayectoria histórica del concepto de violencia de género y sus deriva-
ciones, así como las elaboraciones jurídicas que la han acompañado. A manera de ejemplo, puede consultarse el artículo 
de Cruz Deicy Jaramillo-Bolívar y Gladys Eugenia Canaval-Erazo (2020), por el método de análisis que emplearon para 
abordar lo que llaman el “análisis evolutivo del concepto”.
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han generado categorías e indicadores para medir los avances institucionales vinculados a la 
erradicación de esa modalidad de violencia. Así, el Comité de la CEDAW estableció la noción de 
violencia por razón de género contra la mujer, la cual “constituye un grave obstáculo para el lo-
gro de la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres y para el disfrute por parte de la mujer de 
sus derechos humanos y libertades fundamentales” (CEDAW, 2017, p. 4). Considera que puede 
ser cometida por

Estados, organizaciones intergubernamentales o agentes no estatales, particulares y 
grupos armados, entre otros, sigue siendo generalizada en todos los países, con un alto 
grado de impunidad. Se manifiesta en una serie de formas múltiples, interrelacionadas y 
recurrentes, en diversos ámbitos, del privado al público, incluidos entornos tecnológicos, 
y trasciende las fronteras nacionales en el mundo globalizado contemporáneo (CEDAW, 
2017, pp. 3-4).

Las consideraciones de la CEDAW son amplias. Contemplan que la violencia por razón de género

afecta a las mujeres a lo largo de todo su ciclo de vida y, en consecuencia, […] incluyen a las 
niñas. Dicha violencia adopta múltiples formas, a saber: actos u omisiones destinados a 
o que puedan causar o provocar la muerte o un daño o sufrimiento físico, sexual, psicoló-
gico o económico para las mujeres, amenazas de tales actos, acoso, coacción y privación 
arbitraria de la libertad. La violencia por razón de género contra la mujer se ve afectada y 
a menudo agravada por factores culturales, económicos, ideológicos, tecnológicos, polí-
ticos, religiosos, sociales y ambientales, como se pone de manifiesto, entre otras cosas, 
en los contextos del desplazamiento, la migración, el aumento de la globalización de las 
actividades económicas, en particular de las cadenas mundiales de suministro, la indus-
tria extractiva y la deslocalización, la militarización, la ocupación extranjera, los conflictos 
armados, el extremismo violento y el terrorismo. La violencia por razón de género contra 
la mujer también se ve afectada por las crisis políticas, económicas y sociales, los distur-
bios, las emergencias humanitarias, los desastres naturales y la destrucción o degrada-
ción de los recursos naturales. Las prácticas tradicionales nocivas y los delitos cometidos 
contra las defensoras de los derechos humanos, las políticas, las activistas o las perio-
distas constituyen también formas de violencia por razón de género contra las mujeres 
afectadas por tales factores culturales, ideológicos y políticos (CEDAW, 2017, pp. 6-7).

Esta acepción es la que se utiliza para enfatizar el conjunto de prácticas violentas que se cier-
nen sobre las mujeres, tanto en lo individual como en lo colectivo de género, así como los daños 
que produce, subrayando que se manifiesta en las escalas personales, sociales y comunitarias. 
Se trata de una definición de referencia que, en la práctica, ofrece algunas complicaciones de 
interpretación, por lo que constantemente se tiene que argumentar en qué consiste el sesgo de 
género que la caracteriza. Debido a lo anterior, en este texto opto por enunciarla como violencia 
contra las mujeres por razones de género, para enfatizar sobre quiénes se ejerce y, al mismo 
tiempo, indicar las motivaciones que conducen a ella.
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Consideraciones contextuales

De acuerdo con el principio de interdependencia de los derechos humanos, el estado que guar-
da el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia se puede abordar en sí mismo, pero 
también a partir de su correlato, es decir, reconociendo las interacciones que existen entre vio-
lencia por razones de género, violencia estructural y todas las formas de discriminación y racis-
mo, situaciones que se traducen en prácticas nocivas en la vida cotidiana de las mujeres en las 
distintas etapas de sus ciclos vitales.

Para dimensionar la magnitud del problema, es importante destacar que el mundo cambió no-
tablemente en los últimos años por la inesperada confluencia de una crisis generalizada –eco-
nómica, política y ambiental–; la pandemia de covid-19, que dislocó nuestras certezas respecto 
a la vida, la enfermedad y la muerte; el fortalecimiento de las posiciones conservadoras en 
prácticamente todas las orientaciones políticas que se disputan el control del poder; y el recru-
decimiento de los marcos de guerra (Butler, 2010; Falquet, 2022; Segato, 2016) a nivel planetario, 
lo que se traduce en prácticas de muerte que disputan en los hechos las posibilidades de poner 
la vida y su cuidado en el centro del interés común.34

Dadas esas circunstancias, adquiere profundidad la afirmación que se sostiene en la bibliogra-
fía especializada en torno a que América Latina y el Caribe constituyen la región más desigual 
del mundo. En el momento actual del capitalismo, la desigualdad social, derivada de una injusta 
e inequitativa distribución de la riqueza y del acceso a los recursos fundamentales para la vida, 
va de la mano de relaciones de poder androcéntricas, patriarcales y racistas, así como de una 
sobreexplotación de los recursos naturales. Todo ello se cimenta en el sobreesfuerzo cotidiano 
de la población más desfavorecida, de las mujeres en particular.

Las políticas de desarrollo implementadas en la región, lejos de revertir la desigualdad, han contri-
buido a sostenerla. Por ello han sido objeto de fuertes críticas desde distintas posturas latinoame-
ricanistas y feministas. Entre las principales objeciones a las nociones dominantes de desarrollo, 
se señala su etnocentrismo, resultado de estar pensadas y ser instrumentadas con base en los 
intereses del Norte global, y su androcentrismo, al ser el Estado nación la figura que estructuró y 
sigue legitimando el poder de dominio de unos cuantos hombres sobre el resto de la sociedad.

En este orden de ideas, Ana Luisa Guerrero Guerrero señala que, en América Latina “los progra-
mas económicos no favorecieron la cooperación entre sus países ni el fomento de su fortale-
cimiento, con miras a la adquisición de mejores condiciones económicas para negociar como 
agrupación regional sus intercambios económicos con los países desarrollados” (2024, p.16). 
Esta situación abrió espacios particularmente favorecedores para las empresas transnaciona-
les, las cuales “se blindaron de cualquier sometimiento obligatorio o jurídico al cumplimiento de 

34En este sentido, afirmaciones como la de la CEPAL, que plantean “[c]onstruir una sociedad del cuidado y un nuevo mo-
delo de desarrollo que ponga la sostenibilidad de la vida en el centro” (2022, p. 11), corren el riesgo de quedar en un plano 
meramente retórico, con pocos asideros viables.
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los derechos humanos” (2024, p. 17). La conjunción de estas circunstancias ha contribuido a 
agravar la situación de género de las mujeres.

En las décadas recientes, hemos asistido a una reconfiguración de los espacios latinoamericanos 
y caribeños, a través de procesos económicos, sociales y políticos complejos, entre ellos los que 
atañen a la migración y la movilidad/desplazamiento de poblaciones humanas –como lo mues-
tran las caravanas de migrantes que se desplazan desde distintos países centroamericanos hacia 
Estados Unidos–; la problemática del Darién; las disputas geopolíticas entre población haitiana y 
dominicana; la articulación de extractivismo, despojo territorial y deterioro ambiental, presente 
en prácticamente todos los países de la región; así como los vaivenes políticos que han llevado 
a giros drásticos hacia la derecha en países que tuvieron gobiernos progresistas. Todas estas si-
tuaciones han expuesto a las niñas, jóvenes, adultas y adultas mayores a formas de imbricación 
de violencia estructural y por razones de género (Falquet, 2017, 2022), así como a tensiones en-
tre avances culturales en materia de reconocimiento de la autonomía y el derecho de las mujeres 
a decidir sobre todos los aspectos de su vida, y las afectaciones al conjunto de sus derechos.

En ese contexto, la violencia contra las mujeres es estructural. Ello explica, en parte, que de 
2015 a la fecha contemos con avances en cuanto a la identificación, reconocimiento, denuncia 
y atención de la violencia contra las mujeres por razones de género, pero, como se enfatiza en 
numerosos análisis, dichos avances están muy lejos de alcanzar las metas propuestas en los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (García Luján Ávila y Albareda-Tiana, 2024; Ochoipoma Gue-
rrero, Ochoipoma Guerrero y Muñoz-Ccuro, 2024; Guerrero Guerrero, 2024). El propio informe de 
la ONU de 2024 sobre los ODS señala que solo el 17 % de las metas están encaminadas o se han 
cumplido, el 18 % tiene un progreso moderado, el 30 % un progreso marginal, mientras que el 18 % 
está estancado y el 17% manifiesta retrocesos. En el ODS 5, 20 % de las metas avanzan o se han 
cumplido, 60 % tienen un progreso marginal y 20 % están estancadas (ONU, 2024, p. 4). En esas 
condiciones, es urgente la revisión de las políticas internacionales y nacionales que se deben 
implementar para cerrar las brechas, en los términos que señala Naciones Unidas, pero sobre 
todo, a partir de las experiencias, propuestas y recomendaciones de las organizaciones de muje-
res y feministas, para quienes los ODS son un paraguas, pero no necesariamente una finalidad.

En términos del abordaje institucional, se observan esfuerzos regionales por concretar los com-
promisos adquiridos al suscribir acuerdos y convenciones internacionales, pero sin aplicar la 
financiación necesaria y oportuna que estos mecanismos y su instrumentación nacional re-
quieren. Asimismo, se observan los esfuerzos institucionales por seguir mejorando las leyes en 
materia de violencia por razones de género, en tensión o incluso en oposición con otros meca-
nismos legislativos que podrían ampliar las libertades de las mujeres, como los relacionados 
con la despenalización del aborto.

Los gobiernos nacionales y locales han jugado un papel central en el diseño e implementación 
de políticas públicas dirigidas a prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia por razones 
de género, políticas que en los años recientes se han puesto en relación con las políticas de 
igualdad de género, cuyas miras son integradoras. Para esta implementación, se han realizado 
procesos recurrentes de sensibilización y capacitación del funcionariado público, pero los he-
chos muestran también que en su interior persisten resistencias culturales e ideológicas que se 
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refuerzan cuando los cambios electorales y gubernamentales colocan en puestos de dirección 
a personas con posturas políticas de género conservadoras.

Una tendencia importante que está contribuyendo a esta situación son los reordenamientos 
en los gobiernos nacionales derivados de las elecciones que han tenido lugar en los años re-
cientes. En 2024, Argentina emergió como un caso emblemático por la reorientación drástica 
que vive a partir del gobierno de Javier Milei, quien se ha abocado a eliminar políticas sociales, 
instituciones y recursos como efecto de la aplicación de una política antiderechos que afecta 
directamente a las mujeres.35 En otra dirección, el gobierno de Nayib Bukele en El Salvador tam-
bién ejemplifica la aplicación de políticas contrarias a los derechos humanos al implementar el 
estado de excepción como medida para controlar la delincuencia organizada (Wolf, 2024). Lo 
preocupante es que no se trata de dos casos aislados, sino de los éxitos de la reorganización de 
las fuerzas políticas conservadoras, en particular de la extrema derecha, en sus propósitos de 
impulsar procesos de desecularización que manipulan y desarticulan las políticas progresistas 
y feministas (Arguedas-Ramírez, 2024; Alenda, 2023).

Es en este contexto que la violencia contra las mujeres por razones de género se erige en un 
indicador de avance de la Plataforma de Beijing, pues permite evaluar las acciones tomadas en 
materia de políticas públicas y compromisos institucionales para erradicarla.

Situación actual de la violencia contra las mujeres por 
razones de género en América Latina y el Caribe

El informe de los ODS de 2024 señala que la tendencia en la modificación de ciertas prácticas 
que obstaculizan el logro de la igualdad de género es irregular y en algunos tópicos no co-
rresponde con el crecimiento de la población (ONU, 2024, pp. 18-19). Así, persisten prácticas 
nocivas como el matrimonio infantil que afecta a las niñas, la mutilación genital femenina, la 
conculcación de los derechos sexuales y reproductivos a millones de mujeres en todo el mundo, 
la falta de paridad en la presencia de las mujeres en las instancias públicas de participación po-
lítica y en puestos de toma de decisiones, la sobrecarga de trabajo doméstico y de cuidados (en 
particular entre mujeres empobrecidas y en hogares de bajos ingresos), la persistencia de pa-
trones normativos que impiden a las mujeres tener la titularidad de los derechos sobre la tierra, 
la mayor vulnerabilidad a la violencia de género de mujeres con discapacidades, entre las más 
significativas en el caso del ODS 5. Sin embargo, una lectura transversal del conjunto de ODS 
da cuenta de que la problemática es mayor, pues la inequidad de género y las desigualdades 
sociales siguen poniendo en desventaja a las mujeres en cada uno de ellos.

35En una clara paradoja, de acuerdo con el análisis de Javier Stanziola y Nelva M. Araúz-Reyes (2023), Argentina tuvo un 
desempeño proactivo hacia las mujeres en materia de violencia de género durante la pandemia, lo que contrasta de forma 
alarmante con las acciones tomadas por el actual gobierno en todo lo que toca a políticas de igualdad de género. Ello es 
un ejemplo más de que los avances de las mujeres no son definitivos ni están garantizados en tanto sean políticas acuña-
das por los gobiernos en turno, sin que hayan alcanzado el rango de políticas de Estado.
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Si bien los datos globales apuntan a mayores desventajas e inequidades en ciertas regiones de 
África y Asia, el panorama en América Latina y el Caribe debe analizarse de manera detallada, 
con base en desagregaciones por condición sexogenérica, identidad sexogenérica, condición 
de clase, condición étnica, condición de racialización, condición de discapacidad y localización 
urbana o rural. La necesidad de llevar a cabo estas desagregaciones ha sido una constante des-
de décadas atrás: primero, con el reclamo de contar con información relevante en relación con 
las mujeres, y en los años recientes, con los requerimientos que una metodología interseccional e 
intercultural lleva consigo.36 En materia de diseño e implementación de políticas públicas, contar 
con esta información es fundamental, pero también lo es para que la población, en particular la 
más desfavorecida, pueda tomar decisiones adecuadas en relación con sus prioridades vitales.

Cada uno de los países de la región encierra tensiones entre los avances, puntos ciegos y re-
trocesos que caracterizan el estado actual de los ODS, en el contexto de sus propias contradic-
ciones internas y de las relaciones que han establecido a nivel internacional. En términos gene-
rales, la meta de que las mujeres estén empoderadas, sean autónomas y vivan vidas libres de 
violencia y discriminación está muy lejos. Lo que prevalece son las afectaciones derivadas de 
la violencia por razones de género que viven de manera recurrente. A continuación, se abordan 
algunas de sus expresiones en el marco temporal 2022-2024.

Violencia digital. La pandemia de covid-19 recrudeció la violencia digital, problema que es difí-
cil de asir por el dinamismo de las plataformas digitales, por la multiplicación de expresiones 
de violencia de género que se ejerce a través de medios digitales, por la falta de regulación en 
muchos países y, como un factor central, por la edad de quienes usan esos medios. Como bien 
señalan Mónica Diego, Priscilla Purtschert Baquerizo y Susana Godoy García (2023), se trata 
de una violencia por razones de género que se dirige a mujeres, niñas, niños, adolescentes, 
integrantes de la comunidad LGBTIQ+, mujeres políticas, periodistas, defensoras de derechos 
humanos, activistas, entre las víctimas más recurrentes. Sin embargo, por los contenidos, los 
medios y la intencionalidad de las agresiones, se ha perfilado con claridad una línea específica 
de violencia política digital que se ceba fundamentalmente sobre las mujeres de las últimas 
cuatro categorías, incluyendo a las feministas.

Las formas de agresión que tienen lugar en los medios digitales ha dado pie a una ampliación 
de la terminología especializada, lo cual permite apreciar la vastedad de posibilidades que se 
abren para quienes las llevan a cabo, pero también dificulta la estandarización. En este punto, 
de forma análoga al llamado que se hace en otros documentos, las posibilidades de construir 
sentidos comunes apuntan a que se geste “un proceso participativo de construcción de con-
ceptos de distintos actores, incluida la sociedad civil, donde se respeten y visibilicen las parti-
cularidades locales así como las diferentes lenguas y cosmovisiones, incluidas las de pueblos y 
nacionalidades indígenas” (Diego, Purtschert Baquerizo y Godoy García, 2023, p. 17).

36En el informe de Naciones Unidas sobre el avance de los ODS, se vuelve a insistir en la ausencia o brechas de informa-
ción con enfoque de género que presentan las estadísticas nacionales oficiales, además de señalar cuáles son los rubros 
en los que se requiere con mayor urgencia, como los indicadores ambientales (ONU, 2024, p. 5).
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La violencia digital pone en evidencia algunas paradojas, pues, por un lado, la meta con mayor 
avance en el ODS 5 es la de tecnología para el empoderamiento de la mujer (ONU, 2024, p. 44), 
pero, por otro, se observa que el incremento en la recurrencia de esta forma de violencia pare-
ciera tener una relación directa con la mayor presencia de argumentos en torno a la igualdad de 
género y los derechos de las mujeres en las discusiones públicas (Ríos Tobar, 2024, pp. 24-25). 
Esto refuerza la idea de que se están trastocando las relaciones de poder entre los géneros y 
que, por lo tanto, la violencia digital, violencia de género en línea o en plataformas digitales (dis-
tintas formas de nombrarla) es parte de una política misógina.

Ahora bien, en lo que corresponde a la violencia política digital contra las mujeres, se conjugan los 
mecanismos de la violencia por razones de género con los que se han desarrollado en los me-
dios digitales como parte de las confrontaciones entre actores de distintas tendencias políticas. 
Como se mencionó líneas arriba, las mujeres que forman parte de la política formal, las periodis-
tas, las defensoras de derechos humanos, las activistas, las defensoras de la vida y los territorios, 
las feministas, reciben agresiones digitales y públicas constantes, en particular cuando hay elec-
ciones o en períodos en que se discuten decisiones o acciones clave en relación con los temas 
en torno a los cuales ellas se posicionan: aborto, derechos sexuales, reproductivos e identitarios, 
control de los recursos naturales, definición de presupuestos con perspectiva de género, educa-
ción con perspectiva de género, defensa del territorio, por mencionar solo algunos de ellos.

Violencia política de género. En relación con la participación de las mujeres en el campo político, 
se habla de acoso o violencia política de género, lo cual

constituye un problema de derechos humanos que obstaculiza la participación política 
de las mujeres e impacta sobre la calidad de las democracias, dado que son vulnerados 
los principios de igualdad, justicia y especialmente el derecho de las mujeres a vivir una 
vida libre de toda forma de violencia (Albaine, 2024, p. 5).

Cuando se trata de los avances de las feministas y sus propuestas de transformación, la res-
puesta violenta se ha caracterizado como backlash o reacción antifeminista. En ambos casos, 
se trata de respuestas violentas ante los procesos de cambio protagonizados por las mujeres. 
En un sentido más abarcador, se trata de la materialización de acciones antigénero en las cuales 
el Estado juega un papel importante en las disputas en torno a “generizar” las democracias o, 
por el contrario, apuntalar la des-democratización de las sociedades (Biroli, 2020, p. 25).

Familismo en las leyes contra la violencia de género. Sin embargo, las políticas conservadoras 
no son nuevas. Por el contrario, tienen una continuidad que a menudo pasa desapercibida, pues 
queda velada en acciones como la promulgación de leyes que sancionan la violencia contra las 
mujeres por razones de género. Cecilia Menjívar y Leydy Diossa-Jiménez (2023) analizan con 
detalle la forma como las orientaciones políticas familistas se insertan en dichas leyes desde 
el momento en que son conceptualizadas y formuladas, lo cual explica por qué son ejecutadas 
con un sesgo que da prioridad a los intereses de la familia sobre los derechos de las mujeres.
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A partir del estudio de los casos de El Salvador, Honduras, Nicaragua y Guatemala, las auto-
ras proponen una tipología de las leyes en materia de violencia contra las mujeres, quedando 
caracterizadas como las que establecen: a) undermined sanctions (sanciones socavadas); b) 
de-escalated implementation (implementación reducida); c) abstracted standardization (estan-
darización abstracta); d) delayed execution (ejecución retrasada) (Menjívar y Diossa-Jiménez, 
2023, p. 508). Esto permite comprender que el problema no es la existencia de leyes, sino el 
carácter con el que son formuladas y aplicadas, generalmente en detrimento de los derechos 
de las mujeres, incluso cuando se trata de las que sancionan el feminicidio. La consecuencia es 
la erosión del acceso de las mujeres a la justicia, pues, afirman, si el contexto no cambia, “cual-
quier iniciativa legal para proteger a las mujeres de la violencia seguirá siendo simbólica” (Men-
jívar y Diossa-Jiménez, 2023, p. 516; traducción propia). Esta conclusión deviene en brújula para 
interpretar el estado actual de la normatividad en la materia, para problematizar la discusión 
entre punitivistas y no punitivistas, así como para abordar la discrepancia entre la recurrencia de 
las prácticas violentas, el número de denuncias que se presentan ante las autoridades judiciales 
y el número de casos judicializados, juzgados y sancionados.

El trabajo de Menjívar y Diossa-Jiménez enfatiza las importantes diferencias que hay entre paí-
ses en cuanto a legislación en torno a la violencia de género, al tiempo que nos conduce a 
reparar también en las distintas formas de medición con las que se cuenta para dimensionar 
las diversas manifestaciones de violencia contra las mujeres por razones de género, con las 
consecuentes dificultades que de ahí derivan para establecer comparaciones. En relación con 
el feminicidio/femicidio en particular, el Observatorio de Igualdad de Género de América Latina 
y el Caribe de CEPAL da cuenta de esas dificultades, a la vez que muestra los esfuerzos que se 
hacen entre algunos países para encontrar puntos de comparabilidad.37

Violencia vicaria. Una expresión particularmente perversa de la articulación entre perspectivas 
familistas, políticas antiderechos y backlash es la respuesta institucional y social ante la violen-
cia vicaria, modalidad de violencia contra las mujeres por razones de género a la que se le ha 
dado mayor visibilidad a partir de que ha sido incluida en las leyes de violencia en varios países 
latinoamericanos y caribeños.

La violencia vicaria denota con claridad la instrumentalización que los padres pueden llegar a 
hacer de las hijas y los hijos, con lo que la acepción de la paternidad como relación de dominio 
se asienta en los patrones de parentesco y se amalgama con la violencia hacia las madres. 
Bárbara Porter y Yaranay López-Angulo señalan de forma atinada que en la violencia vicaria se 
conjugan violencia de género, violencia institucional, violencia vincular, androcentrismo y adul-
tocentrismo, lo que deriva en que

37“La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) acompaña a varios países de la región en el mejora-
miento de sus registros administrativos sobre femicidio o feminicidio, y observa su fortalecimiento general en términos de 
fiabilidad, lo que potencia la comparabilidad a nivel regional. Un factor que debe destacarse es que la información sobre 
femicidios o feminicidios está en constante actualización por parte de los países. Esto se relaciona mayoritariamente con 
el avance de las investigaciones judiciales, de modo que cifras de años anteriores están sujetas a corrección, lo que puede 
modificar las cifras totales que la CEPAL publica cada año a nivel regional” (CEPAL, 2022, p. 6).
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la mujer no es la única víctima de violencia cuando hay VG [violencia de género]; los hijos 
también son víctimas y se ven gravemente afectados por sus consecuencias. Del mismo 
modo, el progenitor no es el único agresor; ya que el Estado, ya sea por acción u omisión, 
también ejerce violencia contra las víctimas cronificando el abuso y, por ende, empeoran-
do sus consecuencias (2022, p. 27).

Esta es otra evidencia de que la defensa y protección a los agresores forma parte de la orienta-
ción familista del funcionariado, pero también de la ofensiva antiderechos y antigénero que, si 
bien reconoce en la violencia por razones de género un problema social grave, no comparte las 
premisas feministas en torno a cómo afrontarla y erradicarla.

Violencia obstétrica. En un ordenamiento político análogo, la violencia obstétrica es una expre-
sión de violencia contra las mujeres por razones de género en la que el irrespeto a los derechos 
reproductivos de las mujeres es patente. La situación ya era foco de atención en los años pre-
vios a la pandemia (Tobasía-Hege et al., 2019), y se hicieron exploraciones importantes respecto 
a sus efectos (Toloza-Aravena et al., 2023). Sin embargo, su carácter racializado hizo que se 
agudizara en particular para las mujeres pobres, indígenas y afrodescendientes, quienes han 
sido protagonistas de procesos de exigencia de mejora sustantiva de las formas de atención 
con perspectiva intercultural antes, durante y después de dicha contingencia sanitaria. La de-
manda más fuerte es el fin de las muertes maternas, garantizar la salud materna e impulsar el 
parto respetuoso, tanto para las mujeres gestantes como para las prácticas culturales a las 
que se adscriben. Este es uno de los ámbitos en los que se ha denunciado con más fuerza la 
violencia epistémica y la violencia espiritual que se ejerce en contra de las mujeres indígenas y 
afrodescendientes, así como en contra de quienes ejercen la partería tradicional (Campoalegre 
y Baptista da Silva, 2024; Chirapaq, 2023).

Violencia de género y salud mental. Las distintas formas de violencia que se ejercen contra 
mujeres adultas mayores, con alguna discapacidad o neurodivergentes salieron a la luz con 
más fuerza en los años recientes, en parte por las denuncias hechas por organismos de dere-
chos humanos o por agrupaciones de personas con esas condiciones de vida, en parte porque 
la pandemia también puso en evidencia algunas de sus manifestaciones. Algo similar ocurrió 
con los problemas de salud mental asociados con la violencia de género. En este último rubro, 
ha sido fundamental definir con claridad las delgadas distinciones entre trastornos psíquicos 
preexistentes, afectaciones neurológicas que son secuelas de haber desarrollado covid-19 y los 
trastornos psicosociales resultado de la exposición a la violencia de género, de forma directa o 
indirecta. En su reflexión sobre estos últimos, en particular en relación con niñas, niños y adoles-
centes, Sandra Caponi alertaba respecto a prestar atención a los efectos del sufrimiento –pro-
ducto de la violencia de género– y el abuso –que en no pocas ocasiones cometen las autorida-
des médicas y legales–, y evitar banalizarlos con diagnósticos inmediatistas, porque “medicar, 
individualizar y cerebralizar el padecimiento significa desconsiderar, o dejar en segundo plano, 
las violencias padecidas” (2022, p. 126).

Esta asociación entre violencia de género y afectaciones a la salud mental es una de las que tiene 
más larga data en las preocupaciones por erradicarla. Las estudiosas y activistas feministas han 
insistido en señalar esta dimensión social de efectos que tienden a ser interpretados en claves 
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patologizantes y revictimizantes por distintos actores sociales. Por ello, es preciso apuntalar los 
procesos de fortalecimiento subjetivo y social de las niñas, adolescentes, jóvenes y adultas.

Violencia contra las mujeres en contextos migratorios. La decisión de migrar es el resultado de 
múltiples factores. En el proceso de feminización de las migraciones, uno de los factores deter-
minantes ha sido salir de forma definitiva de situaciones de violencia cotidiana que las mujeres 
no pueden soportar más. Muchas de ellas migran junto con sus hijas e hijos, con la intención de 
contar con mejores oportunidades de vida, a sabiendas de que el trayecto hacia los lugares de 
destino estará lleno de obstáculos y la llegada e instalación en ellos tendrá lugar en condiciones 
inciertas. Estas suelen ser más adversas para las mujeres trans y para quienes se reconocen 
como integrantes de las diversidades/disidencias sexogenéricas.

Las experiencias de múltiples formas de violencia de género vividas por mujeres migrantes, en 
procesos de desplazamiento voluntario, desplazamiento forzado o de movilidad humana, son 
recurrentes. En 2021, el Programa Regional de la Iniciativa Spotlight para América Latina afirma-
ba en el reporte “Los procesos migratorios en la incidencia de la violencia contra las mujeres y 
las niñas”:

La violencia contra mujeres y niñas en situación de movilidad es una realidad presente 
en todas las etapas del proceso migratorio; es un factor de expulsión, una realidad de los 
tránsitos o trayectos, y un reto presente en los países de destino. Esta violencia se mani-
fiesta de diversas formas que abarcan la violencia económica y la exclusión estructural 
de muchas mujeres de mercados laborales y oportunidades educativas, la discrimina-
ción, xenofobia, racismo, la violencia sexual y física, la trata de personas, la desaparición, 
secuestro y extorsión y la manifestación más letal de todas: el femicidio/feminicidio (Ini-
ciativa Spotlight, 2021, p. 9).

Sin embargo, la feminización de las migraciones ofrece otra faceta que es indispensable men-
cionar: la creación de formas de organización colectiva que permite a las mujeres sortear las 
dificultades que trae consigo el proceso migratorio y conformarse como interlocutoras de las 
autoridades con quienes deben interactuar o negociar durante el trayecto. María del Carmen 
Villarreal, Jobana Moya Aramayo y Corina Evelin Demarchi Viallón (2023) describen algunas de 
las articulaciones internacionales que lograron hacer colectivos de migrantes organizadas de 
Argentina, Brasil, Chile y Bolivia, así como su participación en campañas transnacionales. Ade-
más, señalan que algunas de estas organizaciones articularon formas de cuidado y autocuida-
do durante la pandemia que han tenido continuidad en los años posteriores a esta.

Violencia contra defensoras ambientales por razones de género. En la actualidad, las mujeres 
involucradas en la defensa del territorio, de los recursos naturales, de las formas ancestrales 
de relación con la naturaleza y, en suma, de la vida, sufren agresiones relacionadas con su par-
ticipación sociopolítica, las cuales se articulan con la violencia que se ejerce sobre ellas por 
razones de género. Como señala Lorena Aguilar Revelo, las defensoras ambientales “suelen 
enfrentarse a formas de violencia específicas de género, como la violencia sexual, agresiones 
físicas, violencia física durante el embarazo […], e incluso calumnias, señalamientos y campañas 
de desprestigio” (2022, p. 21).
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Estas formas de violencia se articulan de forma clara con la violencia política que se ejerce sobre 
ellas dentro y fuera de sus comunidades u organizaciones. Entre las condiciones que generan 
los riesgos a los que se enfrentan estas mujeres, se encuentran los aparatos de intrusión instru-
mentados por los monopolios industriales, los cuerpos de seguridad de las oligarquías locales 
y la creciente militarización de los territorios latinoamericanos y caribeños. La complejidad de 
los nudos que se atan entre recursos del capital, debilidad de los gobiernos frente a grupos de 
interés, la apabullante presencia del crimen organizado, el deterioro ambiental y la desigualdad 
de género hace que las defensoras ambientales se conviertan, en una cruda paradoja, en suje-
tas políticas colocadas en posiciones de indefensión personal y comunitaria. De acuerdo con 
la misma autora, “para las mujeres los riesgos de ser defensoras ambientales se potencian con 
la misoginia, y los ataques cometidos contra ellas son subestimados en los registros formales, 
especialmente en aquellas áreas remotas y sectores rurales” (Aguilar Revelo, 2022, p. 21).

Violencia contra las mujeres por razones de género en espacios educativos y académicos. La 
violencia contra las mujeres por razones de género en los espacios educativos y académicos 
sigue siendo una constante. Respecto a la violencia en la escuela, la UNESCO señaló:

De acuerdo con el Tercer Estudio Regional Comparativo y Explicativo […], en países como 
Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Paraguay y República Dominicana, más del 40 % de 
las y los estudiantes reportó haber experimentado todo tipo de bullying (físico y psicoló-
gico) (2021a, p. 4).

En otro estudio de la misma entidad, se mencionó que las formas de violencia escolar más re-
portadas en América Latina y el Caribe fueron el acoso, las peleas, los golpes y las agresiones 
físicas, mientras que en materia de manifestaciones de acoso destacaron el físico, el sexual y el 
psicológico, con variaciones regionales respecto a las afectaciones diferenciadas entre niñas y 
niños (UNESCO, 2021b, pp. 40-41).

Las consecuencias son múltiples y abarcan un amplio espectro, desde la disminución del apro-
vechamiento escolar hasta afectaciones emocionales profundas. Este panorama, que se agu-
diza cuando el estudiantado es indígena, afrodescendiente, se identifica con las diversidades o 
disidencias sexogenéricas, es pobre o rural, ha suscitado estudios, análisis y recomendaciones, 
entre las que destaca la necesidad de apuntalar la inclusión de la perspectiva de género en 
todos los niveles escolares, así como fortalecer las orientaciones incluyentes y no discriminato-
rias en los contenidos educativos y en las prácticas docentes. Liliana Ronconi, Brenda Espiñeira 
y Soledad Guzmán ponen énfasis en el pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos de 2020 respecto a “las obligaciones de los Estados de la región de –entre otras– ga-
rantizar a niños, niñas y niñes entornos educativos seguros y libres de violencia” (2023, p. 272).

Por el momento, esa premisa no se cumple en ningún nivel educativo. La violencia de género 
también está presente de forma permanente entre la población universitaria, tema que ha sido 
de particular interés en los últimos años debido a la intensa movilización estudiantil femenina 
que ha suscitado la demanda de su erradicación en las universidades de varios países lati-
noamericanos y caribeños. Las denuncias de las estudiantes apuntan tanto a sus compañeros 
como a docentes y trabajadores universitarios, con especial énfasis en cuanto a acoso y hos-
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tigamiento sexual, ciberacoso y violencia digital. De acuerdo con la revisión de artículos en la 
materia realizada por Silvia Franco y Maximiliano Puglia (2023), en las tendencias de prevalencia 
se incluyen, además de las violencias mencionadas, la violencia escolar y la discriminación. En 
esas tendencias, las mujeres son las más afectadas, sin dejar de lado a las disidencias sexua-
les, mientras que la mayoría de ofensores son hombres. Es importante mencionar que detectan 
como tales tanto a quienes se desenvuelven dentro de los ámbitos universitarios como a quie-
nes se desempeñan profesionalmente fuera de estos, como aquellos en los que el estudiantado 
lleva a cabo algún tipo de práctica o entrenamiento propio de la carrera en curso. De forma 
análoga a lo que sucede con otras formas de violencia ejercida contra mujeres por razones de 
género, aquí también mencionan dificultades derivadas de la heterogeneidad de definiciones y 
parámetros de medición, así como la eficacia limitada de los protocolos e instancias de aten-
ción que se han instalado en las universidades, aspectos en los que coinciden otros análisis (por 
ejemplo, Vázquez Laba, Pagnone y Solía, 2022; Acuña Kaldman y Peña Ramos, 2023).

Violencia sexual. La violencia sexual sigue siendo un riesgo grave y una realidad lacerante para 
las mujeres y las niñas en América Latina y el Caribe. De acuerdo con Vivian Roza y Carmen Mar-
tín (2021), el 34 % de las mujeres de 15 a 49 años había vivido algún episodio de violencia física 
o sexual por parte de su pareja o expareja, mientras que un 12 % fue víctima de alguien que no 
tenía esa relación con la mujer afectada. La situación se agrava cuando se trata de mujeres indí-
genas y afrodescendientes, quienes tienen una mayor probabilidad de ser violadas o sometidas 
a trata, explotación sexual, trabajo forzoso o explotación en redes de turismo sexual (Equality 
Now y ParlAmericas, 2025).

Diversas instancias de mujeres y feministas han insistido en la deficiencia de los mecanismos 
de protección y en la necesidad de introducir medidas de educación sexual integral como re-
cursos de prevención para niñas, niños y adolescentes ante la violencia sexual (Comité de Amé-
rica Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de las Mujeres, 2025). A la vez, se han 
elaborado propuestas para hacer un cambio sustantivo en el enfoque legislativo y social del 
problema, en un llamado a centrar la atención en el consentimiento (y no en la fuerza) como 
el elemento crítico para determinar cuándo hay violencia sexual, así como para actualizar las 
legislaciones regionales en la materia (Equality Now y ParlAmericas, 2025).

Violencia feminicida. El denso panorama que se dibuja cuando analizamos las distintas expre-
siones de violencia contra las mujeres por razones de género termina conduciendo, de forma 
casi inexorable, a la violencia feminicida. Es un problema histórico de muy larga data, del cual 
tenemos mayores certezas hoy en día como resultado del trabajo sistemático de las feministas 
por ponerlo en evidencia con la finalidad de erradicarlo.

A partir de su conceptualización y del establecimiento del tipo penal en cualquiera de sus moda-
lidades, femicidio o feminicidio, el asesinato de mujeres por razones de género se ha convertido 
en materia de política pública. De acuerdo con las síntesis estadísticas que ofrece CEPAL cada 
año, la mayoría de los países latinoamericanos y caribeños cuentan con alguna forma de medi-
ción de su recurrencia, en particular a través de la aplicación de encuestas (CEPAL, 2024). Die-
cisiete países han tipificado el delito (CEPAL, 2022), y aunque según las mismas fuentes hubo 
una ligera modificación de las cifras entre 2021 (4.473 mujeres víctimas de feminicidio, doce 
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al día) y 2023 (3.897 víctimas, once diarias), la tendencia está lejos de revertirse. Estas cifras 
contrastan con las que ofrece MundoSur –iniciativa de la sociedad civil38– a través del Mapa 
Latinoamericano de Feminicidios, el cual recupera fuentes territoriales que confronta con las 
mismas fuentes oficiales que consulta el Observatorio mencionado (D’Angelo, 2022, p. 42), con 
lo cual el número es mayor: 4.609 en 2023 y 4.324 en 2024,39 lo que da sustento a la premisa de 
las activistas en relación con la existencia de un importante subregistro de información.

En este punto es indispensable considerar que las cifras se refieren únicamente a la violencia 
feminicida que desemboca en el asesinato de una mujer por razones de género, pero no se 
cuenta con registros suficientes y confiables respecto a las distintas formas de esta violencia 
que viven las mujeres a lo largo de los períodos previos a ser asesinadas, en particular cuando 
los agresores son parejas o exparejas, como bien lo subrayan las investigaciones cualitativas 
sobre el tema.

Es relevante establecer algunas salvedades. En primer lugar, la consideración de la violencia 
feminicida como un continuum responde a los casos en los que las personas agresoras tenían 
algún tipo de vínculo cercano con la víctima, aspecto que difiere de los casos en los que no 
existían tales relaciones. En la mayoría de los países cuyos datos registra el Observatorio de 
Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, el porcentaje más alto de personas agresoras 
responde a la primera tendencia, mientras que

[e]n El Salvador y Honduras, se observa una dinámica particular: en menos del 25 % de 
los casos los perpetradores fueron personas con quienes las víctimas tenían relaciones 
de pareja. Esto significa que, en estos últimos países, un número significativo de femici-
dios o feminicidios fueron perpetrados por sujetos con quienes las víctimas no habían 
mantenido relaciones de pareja, quienes pueden haber sido personas con quienes ha-
bían convivido o no, incluidas personas desconocidas. En estos casos, dinámicas más 
amplias relacionadas con la delincuencia organizada y la conflictividad social, expresa-
das en la violencia de género en el ámbito público, cumplen un papel importante (CEPAL, 
2022, p. 6).

Como muestra Carla Larrea Sánchez (2025), la intensidad de la violencia feminicida en el marco 
de relaciones cercanas puede llevar a que las mujeres sometidas a ella, tanto en períodos de 
tiempo largos como en aquellos más cortos pero con situaciones agudas e intensas, recurran 
al suicidio feminicida. La autora señala:

La LEIV40 de El Salvador, el único país del territorio latinoamericano –y probablemente 
del mundo– que tipifica y condena el suicidio feminicida, reconoce el término e incluye en 
su definición la incitación al acto por parte del agresor. Sin embargo, en la vida cotidiana 
de las víctimas de violencia de género, no es necesaria una incitación implícita al suicidio 

38Véase https://mundosur.org/
39Véase https://mlf.mundosur.org/lupa
40Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres.

https://mlf.mundosur.org/lupa
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sino más bien es resultado de las agresiones vividas por las víctimas, encontrando en el 
acto de quitarse la vida, la única forma de aliviar el dolor experimentado en su sique, su 
mente y su cuerpo (Larrea Sánchez, 2025, p. 17).

En este tema, al igual que con todas las manifestaciones de violencia contra las mujeres por ra-
zones de género, la problemática de heterogeneidad en las definiciones conceptuales y jurídicas, 
así como la dispersión, insuficiencia y subregistro de la información cuantitativa y cualitativa 
que permita colocarlas en su justa dimensión y, a la vez, contar con referentes adecuados para 
el diseño e implementación de políticas públicas que vayan más allá de la atención y sanción, 
es un lugar común en las obras académicas, activistas e incluso oficiales. Para subsanar esta 
circunstancia, se han hecho importantes esfuerzos a nivel general y en la región latinoamerica-
na y caribeña para contar con mecanismos comunes, más allá de las particularidades locales 
y nacionales, tanto por parte de agencias internacionales (PNUD y CAF, 2020; Fumega y Fallas, 
2023) como de organizaciones de la sociedad civil (MundoSur). Sin embargo, aún falta camino 
por recorrer para que, además de subsanar las dificultades mencionadas, se avance hacia pro-
puestas robustas que incorporen de forma adecuada y pertinente las perspectivas de género, 
intercultural e interseccional, ejercicio indispensable para erradicar todas las formas de violen-
cia de género y discriminación que se ciernen sobre las niñas, las adolescentes, las jóvenes, las 
adultas y las adultas mayores.

A manera de balance

La violencia contra las mujeres por razones de género es uno de los indicadores de avance de 
la Plataforma de Beijing. La multiplicación de sus expresiones habla de una mayor sensibilidad 
para identificarla, caracterizarla y colocarla en el ámbito de la discusión pública. Eso implica, a 
la vez, la revisión constante del marco normativo, de las legislaciones específicas y de los com-
promisos institucionales para prevenirla, atenderla, sancionarla y erradicarla. También abre las 
posibilidades de vislumbrar cambios en el ámbito cultural. Con base en esas consideraciones, 
se ofrece el siguiente balance.

Avances

Es indudable que a 30 años de la Declaración y la Plataforma de Beijing hay avances por demás 
significativos. Hoy se reconoce a nivel institucional y social que la violencia ejercida contra las 
mujeres es una violación de sus derechos humanos, así como un problema social que requie-
re solución urgente. Las elaboraciones conceptuales para definirla proliferan, lo mismo que la 
identificación de múltiples formas de ejercerla, lo cual ha dado lugar a análisis cada vez más 
profundos y refinados. Si bien se ha abierto la puerta a una cierta aprehensión de que estamos 
ante perspectivas difusas, se trata de un proceso necesario dada la complejidad inherente a un 
problema tan grave.

También ha habido notables avances en materia de políticas públicas. En todos los países de 
América Latina y el Caribe existen instancias de las mujeres, con distintas modalidades y niveles 
de asentamiento institucional, lo cual implica una notable heterogeneidad en cuanto a su carácter 



8630° ANIVERSARIO DE LA ADOPCIÓN DE LA DECLARACIÓN Y PLATAFORMA DE ACCIÓN DE BEIJING

regulatorio y normativo, sus capacidades institucionales y los presupuestos asignados. Pero 
es necesario destacar que muchas de esas instancias se han sostenido en el tiempo gracias al 
compromiso de su funcionariado, básicamente femenino, y a los procesos constantes de sensi-
bilización que deben cursar como parte de sus compromisos laborales e institucionales. En ese 
sentido, hay tendencias a la profesionalización para atender la violencia contra las mujeres con 
perspectiva de género.

Un proceso paralelo ha tenido lugar en el ámbito legislativo y judicial. La mayoría de los países 
de la región cuentan con leyes en materia de violencia contra las mujeres por razones de géne-
ro, aun cuando se hayan formulado y promulgado con tensiones internas respecto a las leyes 
afines, códigos penales y reglamentaciones secundarias con las que tendrían que armonizarse, 
y en no pocos casos con tensiones también frente a los marcos internacionales. Hay avances 
en la formación del personal para atender y juzgar con perspectiva de género, a la par que en 
algunos países se han instalado agencias especializadas para atender esta forma de violencia, 
en particular sus concreciones en feminicidio/femicidio.

En este breve recuento es menester mencionar que se han iniciado los esfuerzos por articular 
la atención institucional de la violencia contra las mujeres por razones de género con otras 
áreas del desarrollo y de los derechos humanos, en particular las correspondientes al trabajo, 
la educación, la salud, la participación política y las políticas de cuidado. A ello ha contribuido 
la generación de información estadística desagregada por sexo que, aún con limitaciones, nos 
permite tener aproximaciones para conocer la dimensión del problema al que nos enfrentamos.

Un último aspecto para destacar, que de ninguna manera es menor, es la presencia de nuevas 
generaciones de especialistas que se ocupan de la violencia contra las mujeres por razones de 
género en cada una de sus aristas, desde la investigación académica hasta la elaboración de 
propuestas críticas en el arte. En estas nuevas generaciones se han ido asentando las distintas 
modalidades de procesos formativos que se imparten en instituciones académicas, en la fun-
ción pública, en los ámbitos organizacionales y en las organizaciones activistas, con una incor-
poración paulatina de varones que se comprometen con las demandas de las mujeres.

Desafíos

A pesar de lo anterior, persisten muchos desafíos y se han presentado nuevos. En estos 30 años, 
la violencia generalizada se ha agudizado en nuestros países, mientras que el modelo económi-
co hegemónico se reorientó hacia una sobreexplotación de los seres humanos y de los recursos 
naturales a través de nuevos modelos de trabajo, de extractivismo y de despojo material, cultu-
ral y simbólico, en particular de las sociedades indígenas y afrodescendientes. En consecuen-
cia, las aspiraciones de desarrollo de la década de 1990 hoy resultan ajenas a una buena parte 
de la población mundial, latinoamericana y caribeña. A ello se suma la crisis democrática que 
se ha cernido sobre la región, con ecos globales y variantes regionales.

En este marco, la indefensión de importantes grupos de mujeres se ha incrementado, generando 
o ampliando las brechas respecto a las mujeres que han construido opciones de vida distintas a 
las designadas por las culturas de género patriarcales y androcéntricas. Esta ampliación de las 
desigualdades entre mujeres es bienvenida por los poderes de dominio, que desvía la atención 
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hacia las mujeres “empoderadas” como responsables de las desventajas de las mujeres que no 
tienen acceso a los mismos recursos y oportunidades.

Con todo ello, la Agenda 2030 se ha convertido en una agenda de cambio difícil de cumplir 
porque implica una transformación radical de las relaciones de poder (Varea, 2020), lo cual se 
agudiza cuando se trata de erradicar la violencia contra las mujeres por razones de género, de-
bido a que toca todos los niveles de esas relaciones (García Luján Ávila y Albareda-Tiana, 2024).

Como se ha señalado de forma reiterada, la generación de datos confiables, de calidad y ac-
cesibles sigue siendo un desafío. Las estadísticas de género oficiales siguen siendo aproxi-
maciones, dado que reúnen únicamente la información contenida en registros formales que 
no abarcan el problema en su conjunto. Las organizaciones de la sociedad civil y las agencias 
internacionales trabajan de forma ardua en mecanismos de medición, aunque también enfren-
tan el desafío de establecer tendencias o comparaciones, pues no hay estandarización de los 
conceptos y de las unidades de medición.41

Un desafío más es seguir dando relevancia a la consideración de las niñas, adolescentes, jóve-
nes, mujeres de todas las edades, como protagonistas de los procesos de exigencia de justicia, 
no solo como víctimas (Stephen, 2024). Esta senda la han desbrozado de forma constante las 
activistas, profesionales, organizaciones no gubernamentales que dan acompañamiento a víc-
timas, protagonistas y demandantes de justicia (Diego, Purtschert Baquerizo y Godoy García, 
2023), en un proceso constante de reconfiguración tanto de las demandas como del posiciona-
miento de las mujeres movilizadas como ciudadanas y sujetas de derecho.

En esta misma tesitura, las reflexiones en torno a las sanciones de la violencia de género, la 
reparación y las garantías de no repetición, además de estar cada vez más presentes en los po-
sicionamientos de distintas categorías de mujeres colocadas en el plano político, se han esta-
blecido con fuerza como un recurso para la construcción de la memoria colectiva e histórica de 
género en la materia. Recuperar las experiencias y las buenas prácticas resultantes del impulso 
a nuevas formas de gobernanza, a la manera de la nueva gobernanza global que propone An-
gélica Rodríguez Rodríguez (2024), es un camino que se ha empezado a andar, pero hace falta 
ahondar para lograr la articulación mediada por la movilización de recursos que ella requiere.

En materia de investigación académica y activista, se han implementado importantes modifica-
ciones en las formas de llevar a cabo las prácticas, cada vez más cercanas a las protagonistas, 
mediante modalidades de investigación participativa, investigación acción colectiva, investiga-
ción en co-labor. Sus resultados son por demás relevantes, pero se requiere aún darlas a cono-
cer con mayor fuerza para que sean acogidas como recursos útiles para todas las formas de 
prevención, atención, litigio y sanción de la violencia contra las mujeres, llevadas a cabo con 
perspectiva de género, intercultural, interseccional y participativa.

41En este punto vale la pena establecer una analogía con la consideración que hace Lorena Aguilar Revelo en relación con 
el cambio climático: “Sin datos desagregados por sexo y con enfoque interseccional con relación al cambio climático, 
será imposible saber qué tan lejos se ha llegado y qué tan lejos se está de alcanzar los objetivos propuestos en acuerdos, 
convenciones y metas regionales e internacionales o en acciones y políticas a nivel nacional y subnacional” (2022, p. 35).
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Entre las líneas de investigación que ejemplifican los desafíos actuales, se pueden mencionar 
los análisis de la relación entre violencia feminicida, industrialización, extractivismo y deterioro 
del medio ambiente. Esta relación ha sido objeto de denuncias por parte de defensoras de la 
vida, del ambiente y de la Tierra en relación, quienes alertan sobre las lacerantes consecuencias 
que acarrea para la vida y la salud de las mujeres y todos los seres vivos. Un punto adicional de 
crítica es su exclusión de los espacios de toma de decisiones (Mendoza-Jiménez et al., 2022).

Otra línea de investigación desafiante es la que vincula la violencia académica con la violencia 
epistémica y las denuncias de violencia espiritual por parte de las mujeres indígenas organizadas. 
Esta problemática va de la mano con las exigencias de romper la relación entre violencia académi-
ca y racismo planteadas por las organizaciones de afrodescendientes, así como con la demanda 
de inclusión de las elaboraciones transfeministas por parte de las disidencias sexogenéricas.

La preocupación por comprender con mayor profundidad el papel de los hombres en la repro-
ducción y perpetuación de la violencia contra las mujeres por razones de género se mantiene. 
Ha dado lugar a nuevas preguntas de investigación sobre la relación entre la posición de los per-
petradores y la conflictividad generalizada en el contexto, así como sobre las motivaciones que 
conducen a los hombres a violentar a las mujeres. En esa dirección, autoras como Lynn Stephen 
(2024) insisten en ampliar la investigación sobre los nuevos modelos de trabajo con hombres, 
centrados en la concientización de que deben jugar un papel relevante en la modificación de los 
contenidos de género y en la erradicación de todas las formas de violencia, con especial énfasis 
en la que se ejerce contra las mujeres por razones de género.

En los años recientes, la difusión del uso de la inteligencia artificial nos ha expuesto a nuevas 
modalidades de violencia digital, que ahora se ejercen sobre el genérico femenino al reproducir 
estereotipos de género heteronormativos, heterosexuales y con reforzamiento de la blanquitud 
como ideal racista. Esto ha sido un llamado de atención respecto a la necesidad inminente de 
incentivar la investigación sobre el tema e impulsar la incorporación de especialistas feministas 
al diseño e implementación de tecnologías de información, a la definición de los contenidos que 
transmiten y, de forma destacada, a la elaboración y ejecución de programas de inteligencia 
artificial que rompan el paradigma que se está imponiendo.

Es indispensable ampliar la investigación sobre los actores antidemocráticos y antiderechos, 
haciendo eco a la advertencia de Conny Roggeband y Andrea Krizsán:

Sostenemos que, en un contexto de erosión democrática y ataques a la igualdad de gé-
nero, tenemos que pasar de un modelo dual de relación entre el Estado y los movimien-
tos de mujeres, a uno que tenga en cuenta el papel de los actores contrarios a la igualdad 
de género en la configuración de este vínculo (2022, p. 3).

Esta línea de análisis es central para impedir los retrocesos en el asentamiento y ejercicio de los 
derechos de las mujeres.
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Pendientes

Quizás una de las tareas pendientes más importantes siga siendo garantizar la financiación 
nacional e internacional que permita que la premisa “Que nadie quede atrás” sea efectiva en ma-
teria de erradicación de la violencia y de toda forma de discriminación hacia las mujeres. Mucho 
se ha insistido en que, para ello, se requiere una decidida inversión pública y privada (Pinho de 
Oliveira y Hernández, 2023), pero en el contexto de austeridad que se vive en el mundo, los re-
cursos destinados a esta materia, desde la perspectiva de la interdependencia de los derechos 
humanos, siguen siendo insuficientes (Rodríguez Enríquez, 2023). Se requiere insistir en la asig-
nación de los presupuestos necesarios con perspectiva de género, así como en la observancia 
de su correcta y debida aplicación, asegurando que los recursos lleguen a las mujeres.

Otro rubro que urge desahogar es la indispensable desagregación de la información con base 
en las variables solicitadas por CEPAL: edad, nacionalidad, personas dependientes a cargo, 
condición de actividad, condición de embarazo, condición étnico-racial. A ellas se suman las 
demandas de activistas, como la inclusión de la condición sexogenérica desde una perspectiva 
amplia y no binaria, así como la condición de neurodivergencia y de discapacidad. Esto supone 
pasar del discurso a la efectiva aplicación de enfoques interseccionales e interculturales o con 
pertinencia cultural, tanto en la investigación como en la aplicación de los conocimientos ob-
tenidos en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas intersectoriales, sin 
dejar de lado el énfasis en la focalización de estas.

Una buena práctica que es difícil implementar es el establecimiento de diálogos constantes y 
atentos con las organizaciones de mujeres que trabajan en las áreas prioritarias de prevención, 
atención y erradicación de la violencia, con particular interés en las de mujeres indígenas, afro-
descendientes, urbanas populares y de la comunidad LGBTIQ+, así como mantener la colabora-
ción con las organizaciones feministas que han sido decisivas para la definición de la violencia 
contra las mujeres como un problema público. En el contexto de políticas antiderechos y de 
afectación de la democracia, la desaparición de estas prácticas es un riesgo latente que se debe 
prevenir y evitar.

Sin pretensiones de exhaustividad, antes de cerrar este apartado es necesario insistir en el pa-
pel decisivo que juega la educación con perspectiva de género, de derechos humanos, de inter-
seccionalidad e interculturalidad como un recurso preventivo de todas las formas de violencia y 
discriminación. Esta educación se traduce también en la formación continua del funcionariado 
en su conjunto, con énfasis en aquel que atiende la violencia de género en las distintas institu-
ciones e instancias en las que se presenta y denuncia. Mantener la educación/formación con 
perspectiva de género va de la mano, al menos, con tres grandes desafíos:

1.	 Profundizar las acciones no punitivistas, sin que eso implique renunciar al castigo en los 
casos de confirmación de ejercicio de violencia contra las niñas y mujeres por razones 
de género, de forma que los marcos normativos permitan un acceso efectivo a la justicia 
con significaciones e impactos socioculturales, incluyendo las medidas de reparación y 
no repetición.



9030° ANIVERSARIO DE LA ADOPCIÓN DE LA DECLARACIÓN Y PLATAFORMA DE ACCIÓN DE BEIJING

2.	 Fortalecer las acciones que aseguren apuntalar la ciudadanía de las niñas y las mujeres, 
su desempeño como sujetas de derecho y como interlocutoras sociales legítimas.

3.	 Contrarrestar las políticas antiderechos, antifeministas y anticientíficas que las posicio-
nes políticas conservadoras, de derecha y de ultraderecha están imponiendo en todos 
aquellos países en los que logran llegar al poder por la vía de la elección popular.

En ese contexto, se ha puesto de manifiesto el énfasis de hacer de la educación un espacio de 
prevención de la violencia contra las mujeres por razones de género y de erradicación de todas 
las formas de violencia.

Reflexiones finales

La igualdad de género, el derecho a una vida libre de violencia, el ejercicio de los derechos se-
xuales y los derechos reproductivos, así como el empoderamiento de las mujeres, son procesos 
aspiracionales en curso, que aún no están al alcance de todas las mujeres latinoamericanas 
y caribeñas. Es indispensable ampliar los ámbitos de las acciones que se han emprendido, a 
través de la articulación de las perspectivas de derechos, de género, de interseccionalidad y de 
interculturalidad, pues son las medidas que requieren sociedades tan heterogéneas y desigua-
les como las nuestras.

Los movimientos de mujeres y de feministas insistieron, desde los años previos a la Conferencia 
de Beijing, en la necesidad de impulsar acciones conjuntas entre los gobiernos, las institucio-
nes públicas, las organizaciones de la sociedad civil y las agencias internacionales, de forma 
de garantizar avances hacia la erradicación de la violencia contra las mujeres. Con el paso del 
tiempo, la necesidad de llevar a cabo tales articulaciones se volvió evidente. Naciones Unidas 
(2024) sumó la necesaria concertación de esfuerzos entre gobiernos, en particular para que los 
países desarrollados contribuyan al desarrollo del resto.

Sin embargo, la concertación de esfuerzos entre gobiernos latinoamericanos y caribeños es un 
desafío mayor, debido a que, a la fecha, no se ha logrado concretar un bloque económico y polí-
tico regional (Mora Martínez, 2024, p. 13). El avance de las posturas conservadoras y de extrema 
derecha es un serio obstáculo y un enorme desafío, pues la articulación de esfuerzos entre ellas 
se dirige en dirección contraria al respeto de los derechos humanos de las mujeres, de las niñas 
y de los grupos históricamente excluidos.

Es imperioso dar respuesta a la permanencia de la violencia contra las mujeres y niñas por 
razones de género. Necesitamos entender por qué las tendencias no se mueven hacia su elimi-
nación. Esto va de la mano de la urgencia de un cambio civilizatorio al que se debe contribuir 
con medidas integrales e integradoras, con articulación intersectorial y armonización legislati-
va, con presupuestos suficientes, bien asignados y mejor ejercidos, así como con políticas de 
Estado, pues las políticas de gobierno y las políticas públicas siguen siendo inestables, cuando 
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lo que se requiere es un compromiso estatal mucho más fuerte y de mayor continuidad.42 Para 
ello, se requiere la sinergia entre los procesos que se gestan “desde abajo” y los esfuerzos insti-
tucionales, con el fin de avanzar sin simulación y poner la erradicación de la violencia de género 
en el centro del interés común.

La interdependencia de los derechos humanos debe aparejarse con la real interdependencia de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible. En ese camino, se deben aprovechar todos los recursos 
a la mano, incluidas las tecnologías de la información y la comunicación, para dar a conocer las 
iniciativas generadas a pequeña escala, potenciar los alcances de las propuestas de las orga-
nizaciones sociales, apuntalar las políticas feministas, ejemplificar las formas de redistribución 
que facilitan la vida de las mujeres y mostrar a los hombres que erradicar el supremacismo les 
abre oportunidades para desplegar las capacidades y sueños que se han negado a sí mismos. 
En ese sentido, eliminar la violencia entre los hombres es, también, un paso necesario para la 
erradicación de la violencia contra las mujeres.

Con el curso de la pandemia por covid-19 en pleno, Soledad Varea (2020) se preguntaba si sería 
posible un futuro feminista. Ese futuro es posible, pero hacerlo realidad requiere actuar de for-
ma definitiva hacia la no violencia, la igualdad sustantiva, la paz, la libertad y la autonomía de 
las mujeres, lo cual exige configurar relaciones sociales regidas por los derechos humanos, con 
orientación hacia la sostenibilidad de la vida.

Quizás sea momento de reorientar los esfuerzos, las acciones y los discursos hacia representa-
ciones sociales con contenidos anticipatorios de niñas y mujeres viviendo vidas libres de violen-
cia por razones de género. Ideales anticipatorios que desnormalicen la violencia, generen extra-
ñeza y asombro ante ella, remuevan los sentimientos de injusticia y movilicen la elaboración de 
propuestas de sociabilidad equilibradas, armónicas y equitativas entre todas las personas, sin 
sesgos de condición sexogenérica, social, étnica o de cualquier otra índole.

42Como lo señaló la CEPAL, “la implementación de los planes contra la violencia de género debe orientarse por un enfoque 
de género, generacional, intercultural e interseccional, al mismo tiempo que dichos planes deben ser elevados a la cate-
goría de política de Estado, protegidos de recortes presupuestarios” (2022, p. 11).
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